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Antecedentes históricos

Nuestra Universidad tiene sus antecedentes de formación en el año de 1979 con el inicio de actividades de la normal de educadoras “Edgar Robledo Santiago”,  que en su momento marcó un nuevo rumbo para la educación de Comitán y del estado de Chiapas. Nuestra escuela fue fundada por el Profesor Manuel Albores Salazar con la idea de traer educación a Comitán, ya que esto representaba una forma de apoyar a muchas familias de la región para que siguieran estudiando.

En el año 1984 inicia actividades el CBTiS Moctezuma Ilhuicamina, que fue el primer bachillerato tecnológico particular del estado de Chiapas, manteniendo con esto la visión en grande de traer educación a nuestro municipio, esta institución fue creada para que la gente que trabajaba por la mañana tuviera la opción de estudiar por las tardes.

La Maestra Martha Ruth Alcázar Mellanes es la madre de los tres integrantes de la familia Albores Alcázar que se fueron integrando poco a poco a la escuela formada por su padre, el Profesor Manuel Albores Salazar; Víctor Manuel Albores Alcázar en julio de 1996 como chofer de transporte escolar, Karla Fabiola Albores Alcázar se integró en la docencia en 1998, Martha Patricia Albores Alcázar en el departamento de cobranza en 1999.

En el año 2002, Víctor Manuel Albores Alcázar formó el Grupo Educativo Albores Alcázar S.C. para darle un nuevo rumbo y sentido empresarial al negocio familiar y en el año 2004 funda la Universidad Del Sureste.

La formación de nuestra Universidad se da principalmente porque en Comitán y en toda la región no existía una verdadera oferta Educativa, por lo que se veía urgente la creación de una institución de Educación superior, pero que estuviera a la altura de las exigencias de los jóvenes que tenían intención de seguir estudiando  o de los profesionistas para seguir preparándose a través de estudios de posgrado.

Nuestra Universidad inició sus actividades el 18 de agosto del 2004 en las instalaciones de la 4ª avenida oriente sur no. 24, con la licenciatura en Puericultura, contando con dos grupos de cuarenta alumnos cada uno. En el año 2005 nos trasladamos a nuestras propias instalaciones en la carretera Comitán – Tzimol km. 57 donde actualmente se encuentra el campus Comitán y el corporativo UDS, este último, es el encargado de estandarizar y controlar todos los procesos operativos y educativos de los diferentes campus, así como de crear los diferentes planes estratégicos de expansión de la marca.


Misión

Satisfacer la necesidad de Educación que promueva el espíritu emprendedor, aplicando altos estándares de calidad académica, que propicien el desarrollo de nuestros alumnos, Profesores, colaboradores y la sociedad, a través de la incorporación de tecnologías en el proceso de enseñanza-aprendizaje. 
	
Visión

Ser la mejor oferta académica en cada región de influencia, y a través de nuestra plataforma virtual tener una cobertura global, con un crecimiento sostenible y las ofertas académicas innovadoras con pertinencia para la sociedad.

Valores

· Disciplina
· Honestidad
· Equidad
· Libertad
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El escudo del Grupo Educativo Albores Alcázar S.C. está constituido por tres líneas curvas que nacen de izquierda a derecha formando los escalones al éxito. En la parte superior está situado un cuadro motivo de la abstracción de la forma de un libro abierto. 
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Es nuestra mascota, un Jaguar. Su piel es negra y se distingue por ser líder, trabaja en equipo y obtiene lo que desea. El ímpetu, extremo valor y fortaleza son los rasgos que distinguen.
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PRIMERA UNIDAD
OBLIGACIÓN JURÍDICA, CONTRATO Y DECLARACIÓN UNILATERAL DE VOLUNTAD.
Unidad 1
El objetivo de esta unidad es que el alumno comprenda la generación de la obligación y sus elementos, para hacerla efectiva, a través de los diversos medio que establezca la norma jurídica correspondiente.

Evolución y etimología del concepto de obligación. 

Obligar proviene del latín “obligare”, que significa atar, amarrar, encadenar, ligar. Ello, porque en la primera época del derecho romano, el deudor que no pagaba su deuda era amarrado o encadenado, a petición del acreedor, hasta que cumpliera su obligación. 

En efecto, el Derecho romano primitivo establecía un modo de ejecución sobre la persona del deudor, la “legis actio per manum inectionem”: como refiere Guzmán Brito, operaba respecto de deudas por las cuales el deudor resultó condenado o aquellas que reconoció ante el magistrado. El procedimiento ya es conocido por la Ley de las XII Tablas.

La Ley de las XII Tablas concedía al deudor un plazo de 30 días para pagar o extinguir la deuda de otro modo. Si no lo hacía, el acreedor podía iniciar la acción, para lo cual debe citar o conducir al ejecutado in iure y, aprehendiéndolo con su mano, recitar la siguiente fórmula: “Puesto que tú fuiste juzgado a pagar 10.000 sestercios, y no me has pagado, por este asunto yo pongo la mano sobre ti por un juicio de 10.000 sestercios”. 

La manus inectio supone, de esta manera, una responsabilidad personal en el más estricto sentido de la palabra, es decir, una afectación del propio cuerpo del deudor al pago de la deuda, que se simboliza con la postura de la mano. El ejecutado no podía apartar de sí la mano, esto es, oponerse a la ejecución.

Si el magistrado consideraba procedente la ejecución, pronunciaba una addictio en favor del acreedor, con lo cual le atribuía la persona del deudor. Según la Ley de las XII Tablas, éste podía ser conducido a la casa del acreedor y atado o encadenado. 

Esta prisión privada no podía exceder de 60 días. Finalizado este plazo, el acreedor conducía al deudor al comitium durante tres días sucesivos de mercado y publicaba su condición de deudor ejecutado y el monto de lo debido. Si aun así nadie lo liberaba mediante el pago de la deuda, podía ser ejecutado o vendido como siervo.

 Si los acreedores eran varios, la ley los autorizaba para repartirse el cadáver. Sin embargo, la dureza de estas disposiciones hizo que de hecho no tuvieran mucha aplicación, y que fueran reemplazadas en la práctica sirviéndose el acreedor del trabajo del deudor para pagar con su producto o estimación el monto de la deuda. Una lex Poetelia Papiria (quizá del año 326 a. C.) ya supone tal situación de los deudores, prohibiendo su encarcelamiento, aunque no el trabajo personal como modo de pagar las deudas del ejecutado.

A su vez, la obligación se entendía como un vínculo personal, lo que explicaba que no podía transferirse ni transmitirse, ni por el acreedor ni por el deudor: “La obligación romana posee un contenido y un carácter personal. Es la persona del deudor, en su entidad física, la que resulta vinculada.


1.1 Definición de obligación.

Es un vínculo jurídico entre personas determinadas, en virtud del cual una se encuentra para con la otra en la necesidad de dar, hacer o no hacer alguna cosa. (Realización de una prestación.)

Nuestro Código no la define, pero señala los tipos de vínculos a través del libro cuarto del citado código civil de nuestro estado de Chiapas.

1.1.1  Elementos de toda obligación.

La obligación es un vínculo de derecho que supone dos sujetos y un objeto: 

a) Vínculo jurídico: es una relación jurídica que liga a una persona con otra de un modo sancionado por el ordenamiento jurídico. 
La persona obligada no puede romper el vínculo y liberarse a voluntad, sino, en general, cumpliendo la prestación debida. 
b) Elemento personal o subjetivo: se compone de dos sujetos entre los cuales rige la relación jurídica. 
Uno pasivo, obligado al cumplimiento del deber jurídico, “deudor” (del latín “debitori”, “debitum”, el que debe algo); 
Otro activo, titular del derecho personal o crédito, “acreedor” (del latín “credere”, “creditum”, creer, tener confianza, llamado así porque hace fe en el deudor, cuenta con su fidelidad en el cumplimiento de sus compromisos).

El deudor y acreedor deben ser personas determinadas, debe establecerse quien tiene derecho a reclamar el beneficio de la obligación y quien está en la necesidad jurídica de soportar el gravamen que impone. 

En todo caso, la determinación -particularmente del acreedor-, debe existir al momento de ejecutarse la obligación, y no necesariamente al nacer ésta (como ocurre tratándose de los títulos al portador, como acontece con el que reclama el pago de un boleto de lotería o del kino; y en el caso de aquél que encuentra una especie perdida y reclama la recompensa ofrecida por su dueño). También puede ocurrir que la persona del deudor esté indeterminada, lo que acontece en una “obligación real”, esto es, en aquella obligación que sigue al dueño de la cosa (por ejemplo, los gastos comunes o las contribuciones, que debe pagar el actual propietario, sin importar que se hubieren devengado cuando el inmueble pertenecía a otro).

c) Objeto de la obligación: el deudor debe ejecutar en favor del acreedor una determinada prestación, positiva o negativa, una acción o una omisión. La prestación positiva puede ser un dar o un hacer; la negativa, un no hacer. Nada obsta, en todo caso, para que el deudor se obligue a varias prestaciones, y que éstas sean de dar, hacer o no hacer (obligaciones con pluralidad de objeto).

1.1.2  Clasificación

Existen en la doctrina diversas clasificaciones de las obligaciones, atendiendo a la fuente de donde se originan, a las modalidades a que pueden estar sometidas, a la pluralidad de acreedores o deudores, a los caracteres y cualidades de la prestación, a la duración de su realización, etc.
Cada una de esas clasificaciones, tiene especial importancia práctica y doctrinaria, fundamentalmente a los efectos de la teoría del cumplimiento. 
Algunas veces, la modalidad de la prestación tiene tanta trascendencia, que da lugar a verdaderas categorías de obligaciones con un régimen jurídico propio y diferenciado en variados aspectos. 
Por ello, numerosos autores consideran como clases de obligaciones las diversas clases de prestaciones.
Las obligaciones  se clasifican en:
Obligaciones civiles u ordinarias 
· Obligaciones naturales
· Obligaciones civiles u ordinarias
Son aquellas que otorgan al acreedor el derecho a exigir su cumplimiento y a hacer valer plenamente todos sus efectos a través de la intervención de los órganos jurisdiccionales. 
Es decir, que en ellas su titular tiene el correspondiente poder coactivo de pretensión a la prestación. 
"De tal pretensión nace, a favor del acreedor, la ulterior posibilidad de obtener eventualmente (en el caso de incumplimiento) el cumplimiento específico en vía coactiva de la prestación, o bien de obtener, igualmente en vía coactiva, su equivalente pecuniario (suma de dinero), bajo forma de resarcimiento del daño, previa agresión de los bienes del deudor".
Realmente, la teoría general de las obligaciones se desarrolla teniendo en consideración esta clase de obligaciones, que son las que tienen fundamental importancia desde el punto de vista práctico, pues, configuran las obligaciones normales o por excelencia, a las cuales dedicamos todas las consideraciones expuestas a lo largo de este estudio.
Obligaciones naturales:
Según la doctrina y la jurisprudencia, son obligaciones desprovistas de sanción, esto es, no dotadas de poder coactivo, por lo que el acreedor no puede exigir al deudor el cumplimiento forzoso. 
Por lo tanto "son susceptibles de cumplimiento voluntario, pero no de coacción por los medios legales".
Constituyen en el campo jurídico, la excepción al derecho que tiene el acreedor de hacer efectiva la ejecución forzosa. No obstante, una vez que han sido cumplidas espontáneamente por el deudor, éste carece de derecho para repetir lo que hubiera pagado en virtud de ellas. 
Es la irrepetibilidad del pago el principal efecto de la obligación natural, efecto que tiene su fundamento en el cumplimiento, ya que es a partir de ese momento cuando esta obligación adquiere relevancia para el derecho. 
Ejemplos de estas obligaciones los encontramos, en las obligaciones que comienzan por ser obligaciones civiles y que se hallan extinguidas por la prescripción y en las deudas de juego de suerte, azar o envite.
 
1.1.3  Fuentes de las obligaciones.

Definición.

Podemos definirlas como los hechos o actos jurídicos que generan o producen las obligaciones, los antecedentes de donde éstas emanan.

Fuentes tradicionales.

Tres disposiciones conforman la “trilogía” de las fuentes de las obligaciones: 

De ellas se desprende la enumeración tradicional: contratos, cuasicontratos, delitos, cuasidelitos y la ley. 

Contrato es la convención que crea obligaciones. Como acto jurídico, es bilateral (requiere la manifestación de dos o más voluntades para nacer), y como acto jurídico bilateral, es aquél que genera obligaciones.

El objeto del contrato, son las obligaciones que genera; a su vez, el objeto de las obligaciones, es una prestación que puede consistir en un dar, hacer o no hacer. 

Cuasicontrato es un hecho voluntario, lícito y no convencional, que impone obligaciones. Su diferencia fundamental respecto a los contratos, reside en el rol que juega la voluntad. El concurso de voluntades es de la esencia del contrato; el cuasicontrato, en cambio, excluye la idea de un concierto de voluntades. 

Delito es un hecho ilícito, cometido con la intención de dañar. Lo que lo caracteriza es que se trata de un acto doloso. 

Cuasidelito es un hecho ilícito culpable, cometido sin la intención de dañar. La culpa lo caracteriza. 

La distinción entre delito y cuasidelito carece de importancia en el Derecho Civil, pues las consecuencias son idénticas: la reparación del daño, tomando en cuenta la entidad del perjuicio causado. Se castigan con una pena única: la indemnización de los perjuicios proporcionada al daño causado. 

La ley es la última fuente de las obligaciones, en la clasificación tradicional. Son obligaciones legales, aquellas que no tienen otra fuente que la sola disposición de la ley. Tienen por ende un carácter excepcional. Es necesario un texto expreso de la ley que las establezca.

Fuentes no tradicionales

La doctrina, particularmente en Alemania, ha venido ocupándose de una nueva fuente de las obligaciones: la declaración unilateral de voluntad. Se trata de averiguar si una persona puede resultar obligada por su propia voluntad, sin que intervenga aún la voluntad de la persona en cuyo beneficio se contrae la obligación. 

La aceptación del beneficiario será indispensable para que nazca su derecho de crédito, porque a nadie puede imponerse un derecho contra su voluntad; pero tal aceptación no sería necesaria para la formación de la obligación. 

En nuestro Derecho, se ha dicho que tendría aplicación, por ejemplo, en la formación del consentimiento: la sola oferta liga al autor y le obliga a esperar una contestación y a indemnizar los gastos y perjuicios ocasionados al destinatario, a pesar de retractarse antes de la aceptación. 

Para algunos, otra fuente sería la reparación del enriquecimiento sin causa, considerando la amplia recepción que tiene en nuestro Derecho civil, lo que queda de manifiesto, por ejemplo, en la accesión, arts. 658; 663; 668; 669; en las prestaciones mutuas, arts. 905 al 917; en la nulidad de los actos de un incapaz y con igual criterio, en la nulidad del pago: arts. 1688; 1578; en la lesión en la compraventa: arts. 1889; 1890, 1893; en la acción de reembolso del comunero contra la comunidad: art. 2307; en la acción de restitución del pago de lo no debido: arts. 2295; 2297; y 2299; en la obligación de indemnización por los responsables civiles por hechos de terceros: art. 2325. (Preceptos generados del código civil federal, remitirse al libro cuarto del código civil del estado de Chiapas,  a partir del precepto legal número 1766, estos preceptos deberán actualizarse de acuerdo a la entidad federativa en donde se encuentre o lugar).

Considerando la diversidad de materias en que puede operar la reparación del enriquecimiento sin causa, se ha concluido que se trata de uno de los principios fundamentales del Derecho civil.

Críticas a la clasificación tradicional de las fuentes de las obligaciones.

Se dice que carece de base científica y que ha llegado al derecho moderno a través de una equivocada interpretación de las fuentes romanas. Se agrega que se aprecia claramente una diferencia entre el contrato y las demás fuentes de las obligaciones. En el contrato, es el concierto de las voluntades de los contratantes la causa generadora de la obligación. En las demás fuentes de las obligaciones, no es la voluntad la que genera la obligación. Esto es evidente en los delitos y cuasidelitos; la comisión del acto es voluntaria, pero no lo son sus consecuencias. 

Las obligaciones que emanan de estos hechos ilícitos, son impuestas por la ley. Del mismo origen es la obligación resultante de un cuasicontrato. 

La ley impone la obligación para impedir un enriquecimiento injusto. No es otro el motivo de que debe restituirse lo que indebidamente se recibió en pago o de cumplir por el interesado las obligaciones que, en su nombre, pero sin mediar mandato, contrajo el agente oficioso. 
En suma, se dice que las fuentes de las obligaciones se reducen a dos: el contrato y la ley. (La crítica antes descrita dependerá del autor, que analicen, sin embargo considero importante el estudio de cada clasificación).

1.2  Concepto de contrato

El concepto etimológico de contrato proviene del latín contractus que significa pacto.
Dicho concepto aparece en Roma en el siglo I de la era Cristiana; posteriormente, en el año 529 con el “Codex Justinianeus”, recopilación de Justiniano, quien se refiere al negotium contractum y se le da la connotación jurídica que conocemos hoy en día.
La tendencia actual es pugnar por el renacimiento de la formalidad en los contratos, es decir, de regresar a lo escrito en la ley, sin embargo, se verían afectados muchos intereses como la circulación de la riqueza, amén de que el Derecho no puede dar un paso atrás mientras la tecnología, la ciencia y la vida misma están en continuo movimiento (Chirino, 1996: 29). 
Entonces, como contrato debemos entender el acuerdo entre dos o más voluntades para crear o transmitir derechos y obligaciones, como dice el artículo 1793 del Código Civil para el Distrito Federal: “los convenios que producen o transfieren las obligaciones y derechos toman el nombre de contratos”.

1.2.1 Elementos 

Para que un contrato tenga validez como acto jurídico debe tener, al menos, tres elementos esenciales: el objeto, la causa y el consentimiento.
· Objeto
El objeto del contrato es aquel que motiva que este se celebre. Puede tratarse de uno o varios objetos que cumplan con las siguientes condiciones:
· Lícitos
 No podrá considerarse válido  un contrato cuyo objeto tenga por finalidad una actividad delictiva.
· Posibles
Es decir, que el objeto del contrato exista en  la naturaleza de forma real y tangible,  y que no sea imposible de adquirir.
· Que se puedan comerciar
Es decir, no deben estar fuera del comercio de las personas, como los bienes de dominio público, etcétera.
· Que sean determinados
Lo que implica que puedan identificarse, de modo que en un contrato quede perfectamente establecido cual es el objeto y la obligación por las cuales las partes otorgan su consentimiento.

Es determinable, porque se  puede dar el caso de que la determinación del objeto  no se haga en el momento de suscribir el contrato, sino que se haga de manera posterior.

De esta manera, pueden ser objeto de contrato todas las cosas que no estén fuera del comercio de las personas, considerando las cosas futuras. Así como también, todos los servicios que no sean contrarios a las leyes, a la moral, a las buenas costumbres o al orden público.
· Causa
El segundo elemento de un contrato es la causa.  La causa es el motivo económico-social pretendido por las partes.  Por ejemplo, en el intercambio de una cosa por un precio determinado, la causa será la compraventa.
Es importante resaltar que la causa del contrato es independiente de los motivos que las partes tengan para celebrarlo.
Así, un contrato no tiene causa cuando la voluntad de las partes no corresponde con la función social que se debe cumplir, así como tampoco cuando se simula o se finge una causa. El contrato debe tener causa y esta ha de ser existente, verdadera y lícita.
· Consentimiento
Todo contrato exige el libre consentimiento entre las partes que lo forman. En este sentido, el consentimiento se refiere a la exteriorización de la voluntad de cada una de las partes para llegar a un acuerdo.
Cuando la voluntad se manifiesta como consentimiento, sólo entonces, produce efectos en el derecho.
La expresión de la voluntad puede ser de estas formas:
Expresa: aquella que se plasma en un documento
Verbal: como su nombre lo dice, es aquella voluntad que se expresa mediante palabras
Tácita: cuando las acciones dan a entender que se ha consentido a un acuerdo.
Además, para que el contrato sea válido y eficaz, el consentimiento de las partes deberá manifestarse de manera libre, voluntaria y consciente. De lo contrario, tiene lugar aquello denominado como «vicios del consentimiento».

¿Qué son los «vicios del consentimiento»?

Son aquellos factores externos y ajenos a la voluntad de cualquiera de las partes y que, mediante engaños, equívocos o violencia modifican su manifestación. 

1.2.2.- Clasificación

Existen muchas y son muy variadas las teorías acerca de la clasificación de los contratos, sin embargo, algunos autores consideran que es un tanto impráctico establecer una sola, ya que la función jurídica del contrato no depende de su clasificación ni significados, sino de su contenido y apego a la ley.
Independientemente de que no se ha conseguido la unificación de criterios, tampoco ha sido posible reglamentar todos los contratos que celebran las personas hoy en día. Podemos entonces considerar que la clasificación de los contratos sólo es útil a la técnica legislativa, que se ve reflejada en la clasificación que hace el código civil con un sólo fin enunciativo.
En el Código Civil de 1928, sin dejar a un lado la clasificación tradicional, los contratos fueron clasificados de la siguiente manera: 
La clasificación de los contratos según sus funciones es: 
A) Por la interdependencia de las obligaciones: 

Contrato unilateral: La unilateralidad nace del contrato y no por los efectos jurídicos que se produzcan con posterioridad. El artículo 1835 del Código Civil para el Distrito Federal establece que “el contrato es unilateral cuando una sola de las partes se obliga hacia la otra sin que ésta le quede obligada”. 

Contrato bilateral: Por otro lado, los contratos bilaterales son la manifestación externa de la voluntad de dos o más personas que se obligan recíprocamente, cabe aclarar que voluntades puede haber muchas como en el caso del contrato de una asociación civil, sin embargo partes sólo habrá dos. 



B) Por la valoración económica de las prestaciones en: 

Contrato oneroso: El Código Civil para el D.F. dice en el artículo 1838: “El contrato oneroso es conmutativo cuando las prestaciones que se deben las partes son ciertas desde que se celebra el contrato, de tal suerte que ellas pueden apreciar inmediatamente el beneficio o la pérdida que les cause éste. 

Será aleatorio, cuando la prestación debida depende de un acontecimiento incierto que hace que no sea posible la evaluación de la ganancia o pérdida, sino hasta que ese acontecimiento se realice”. 

Contrato gratuito: El contrato gratuito es aquel en que el provecho o beneficio es sólo para una de las partes, es el caso por ejemplo del contrato de donación; por virtud de este contrato, el donante transmite gratuitamente parte o la totalidad de sus bienes presentes. 

C) Por la precisión de los efectos económicos entre las partes en: 

Contratos conmutativos: Son contratos conmutativos aquellos en los que en el momento de su celebración se conocen las ventajas o pérdidas económicas que tendrán las partes contratantes.

Contratos aleatorios: En este tipo de contratos la prestación está determinada, pero al momento de la celebración del contrato no se sabe quién será beneficiado y quien perjudicado, sino hasta que se dé el suceso o acontecimiento.

D) Por la entrega física del objeto en:

Contratos reales: Así tenemos que el artículo 2856 de la ley citada establece que el contrato de prenda es un derecho real, que se constituye sobre un bien mueble que se puede enajenar para garantizar el cumplimiento de una obligación o pago, por su parte, el artículo 2858 dice que para que se tenga como constituida la prenda, ésta deberá ser entregada al acreedor real o jurídicamente.
E) En cuanto a su función jurídica relacionada con otros actos jurídicos en:

Contratos principales: Los contratos principales son aquellos que para que existan y sean válidos jurídicamente no necesitan de la existencia de ningún otro contrato previo, tal es el caso de un contrato de compra-venta.

Contratos accesorios: Por su parte, los contratos accesorios para su existencia y validez necesariamente requieren de la existencia previa de un contrato principal, es decir, estos contratos se constituyen como efectos de garantía de aquellos.

F) En cuanto a su ámbito de temporalidad en:

Contratos instantáneos: Este tipo de contratos son los que se realizan y perfeccionan en un sólo acto.

Contratos de tracto sucesivo: Son aquellos que requieren de un tiempo determinado para su ejecución, tal es el caso del contrato de arrendamiento.

G) En cuanto a su nacimiento y validez en:

Contratos consensuales: En los contratos consensuales no se requiere de otra cosa más que de la voluntad de las partes para que el contrato exista y sea válido jurídicamente.

Contratos formales: Los contratos formales, como su nombre lo indica, requieren de una formalidad específica para tener validez.
Contratos solemnes: Los contratos solemnes son aquellos que requieren la presencia de la autoridad para que su validez sea decretada.

Los contratos nominados y los innominados: Los contratos nominados son aquellos que están conceptuados y señalados por el código civil, cuyos elementos y consecuencias se encuentran claramente especificados.

1.2.3 - Cláusulas que pueden contener los contratos

Una Cláusula en un contrato, en documento por lo general escrito en el que se establecen condiciones y posiciones acerca de un acuerdo determinado. Concretamente, una cláusula es la determinación final, se establece la relación de todos puntos que se tratan. 
Antes que se piense que se trata de un documento similar una minuta, se debe tener en cuenta que una cláusula es un documento que se redacta bajo los principios legales correspondientes. La definición de cláusula a pesar de ser concreta y correspondiente a un basamento legal, puede ser utilizada para denotar un acuerdo de cualquier índole, sin importar a que margen de la ley establecida por el órgano correspondiente e encuentre.
La aplicación de las cláusulas en los contratos en distintos aspectos del derecho civil, administrativos, laborales,  al igual que en la vida cotidiana marca un punto de inflexión en un contrato.
 Un ejemplo de esto es un contrato de trabajo, se establecen cuáles son las disposiciones para cada una de las partes (empleado y empleador), estas disposiciones son las funciones que el empleado debe desempeñar dentro de la empresa, cuales son las formas y maneras en las que debe hacer su trabajo y por parte del empleador (quien lo contrata) se establecen las cláusulas de beneficios, salario y respeto. Estas cláusulas por lo general son escritas en forma de pequeños párrafos, enumerados, con una identificación al alcance con el objetivo que el documento sea fácil de leer.
Así también en un contrato civil, denominado contrato de compraventa, como ejemplo, se establecen entre las partes contratantes, cada uno de los derechos y obligaciones que tendrán los sujetos o elementos personales. Dichas clausulas en el contrato dependerán de las necesidades de los contratantes, así también de los que se encuentra permitido por la legislación que le corresponda normar, en el ejemplo de la materia civil, existe un capitulo que regula las cláusulas que puede contener un contrato y está regulado a partir del articulo 1815 al 1826, del código civil del estado de Chiapas, como anteriormente se mencionó los preceptos legales se adecuaran dependiendo del ámbito territorial.

1.2.4. - Interpretación de los contratos.

La expresión “interpretación” proviene del latín intepretatio y ésta a su vez del verbo interpretor que significa “servir de intermediario” venir en “ayuda de”; y en este último sentido por extensión significa “explicar”.  El verbo interpretor deriva del sustantivo interpres “intermediario”, “agente”. Así por ejemplo, el comerciante o el negociador son intermediarios.

Es importante observar que interpres designa también al traductor que pone en leguaje accesible lo que se encuentra en un leguaje desconocido.
De ahí que interpres, por extensión, se aplica a aquél que explica, al que esclarece, al que da sentido. La idea de mediación es clave en la noción de interpretatio y decisiva en los usos jurídicos de la expresión.

En sentido general interpretar significa explicar, esclarecer y por ende descifrar el sentido de alguna cosa.
El intérprete pone en conocimiento de otros, traduce en un leguaje inteligible, descifra el sentido que corresponde según ciertos modos a determinados signos, formulas o sucesos.
De esta forma interpretar consiste en dotar de significado, mediante un leguaje significativo, a ciertos objetos que pueden ser signos, formulas o textos; el intérprete determina su sentido y alcance.

Así también la interpretación consiste en la incorporación o asignación de un sentido a ciertos signos, términos o palabras a fin de hacerlos corresponder con determinados objetos. 
Que un lenguaje o los términos de un leguaje sean el objeto de una interpretación no representa ningún problema particular. En cualquier investigación sobre el leguaje existe alguno que constituye el objeto de la investigación y un metalenguaje que se usa para hablar del lenguaje objeto.
La interpretación jurídica tiene reglas exclusivas de interpretación; busca construir y actualizar el significado de los materiales jurídicos tales como la costumbre, sentencias, leyes, etcétera.
La búsqueda del significado jurídico surge por la presencia de una controversia jurídica. El significado jurídico coherente con su tradición jurídica, actualizado en una decisión, supera y clausura la controversia.

Eduardo García Máynez señala que la interpretación consiste en desentrañar el sentido de una expresión. Se interpretan las expresiones, para descubrir lo que significan. La expresión es un conjunto de signos; por ello tiene significación.
La interpretación no es labor exclusiva del Juez; cualquier persona que requiera del sentido de una disposición puede realizarla, pero no toda interpretación es obligatoria. Si es el juez quien interpreta un precepto, a fin de aplicarlo a un caso concreto, esa interpretación no adquiere obligatoriedad general, pero sirve, en cambio de base a una norma individualizada: el fallo que en la especie se dicte. 

Si por último un abogado, o un particular cualquiera, interpretan una disposición legislativa, su interpretación, correcta o incorrecta tiene una simple valor doctrinal y, por lo tanto, a nadie obliga.
La interpretación es un acto y, consecuentemente, posee una técnica especial, pero como toda técnica supone el correcto empleo de una serie de medios, para la obtención de ciertos fines, resulta indispensable estudiar los métodos interpretativos, ya que el buen éxito de la actividad del intérprete dependerá de la idoneidad de los procedimientos que utilice.

Los métodos hermenéuticos son numerosísimos. Las diferencias entre ellos derivan fundamentalmente de la concepción que sus defensores tienen acerca de lo que debe entenderse por sentido de los textos, así como de las doctrinas que profesan sobre el derecho en general.
Las diversas escuelas de interpretación parten de concepciones completamente distintas acerca del orden jurídico y del sentido de la labor hermenéutica. 
No es, pues, extraño que los métodos que proponen difieran de manera tan honda. Sólo por citar algunas escuelas de interpretación se pueden señalar la del método exegético, la de Geny, las de Radbruch y la de Kelsen entre otras.

El problema de la interpretación de los contratos se puede plantear desde dos puntos de vista: interpretando el contrato como acto jurídico o como norma jurídica.
La interpretación del contrato como acto jurídico se concreta, exclusivamente, a dicho acto, aislándolo del sistema jurídico, para referirlo a sus cláusulas a sus términos y para operar dentro de ellos a efecto de fijar su alcance, su sentido o significación.

En cambio, la interpretación del contrato como norma, sitúa a éste, dentro del ordenamiento jurídico para poder determinar su sentido no sólo en función directa de sus términos, de sus cláusulas, sino relacionándola con todo el ordenamiento jurídico al cual pertenece y, sobre todo acudiendo a ese ordenamiento para poder definir su sentido. 

Evidentemente que este tipo de interpretación es más rico en resultados porque considera al contrato como un producto de un sistema en el cual vive y establece las relaciones entre el contrato y la ley, para acudir a ésta a efecto de establecer los términos dudosos de una convención y, sobre todo, para poder suplir ciertas omisiones que de acuerdo con los términos estrictos del contrato no tendrían solución jurídica. 

Habría una verdadera laguna que por la insuficiencia de reglas dentro del propio contrato no sería posible colmar, pero incrustándolo en el orden que le corresponde en la pirámide jurídica para acudir al sistema inmediatamente superior, o sea, al conjunto de normas jurídicas generales sí cabe integrar aquel vacío, colmar aquella laguna. Desde el punto de vista estrictamente jurídico, la interpretación de un contrato no puede hacerse desvinculándolo del sistema al cual pertenece.

Existen fundamentalmente tres sistemas sobre la interpretación de los contratos: el primero que puede llamarse objetivo que considera al contrato como una norma independiente de quien la dictó, el segundo llamado subjetivo que trata de indagar la intensión de los contratantes, pero no la de cada uno en particular, sino la común, su consentimiento, y el tercero que busca integrar las omisiones de alguna cláusula o del contrato mismo.
Dicha interpretación  en materia de contratos, en el código civil del estado de Chiapas se encuentra regulado como cada uno de los actos jurídicos que establecen, de alguna forma se analizaran en clase o usted puede analizarlos de forma autodidacta, del artículo 1827 al 1833.

1.3 - Concepto de declaración unilateral de voluntad.       

La declaración unilateral de voluntad es un acto legal voluntario que precisa una o dos voluntades para ejecutarse. Si hay una sola voluntad expresada, es un acto mediante el que una persona, gracias a la facultad proporcionada por el ordenamiento jurídico, se convierte en deudora en una relación jurídica, sin considerar la opinión del acreedor.
La declaración unilateral de voluntad es una fuente de obligaciones que viene regulada en el Código Civil en los artículos 1836 a 1857 de nuestro código civil del estado de Chiapas, es importante mencionar que nuestro código sigue la línea marcada por el Código Civil Alemán de 1896, que afirma el valor y fuerza obligatoria de la expresión de la voluntad unilateral.

Características
Fuente de obligación
La declaración unilateral de la voluntad se caracteriza por ser una de las fuentes de las obligaciones. Es esencial determinar si la declaración de intención de cumplir una prestación puede ser el origen de una obligación.
En algunos casos, la jurisprudencia otorga a la declaración unilateral de voluntad la facultad de ser fuente de una obligación.
Normalmente —en los supuestos en los que la declaración unilateral produce una obligación o deuda para el que la efectúa— es precisa una aceptación específica de la otra parte: el acreedor. Entonces, se dirige el caso hacía un contrato que se genera con la aceptación del acreedor.
Es importante comprender que quien entra en un concurso con un premio concreto, de alguna manera acepta la recompensa y las normas del concurso. De esta forma, de nuevo se orienta hacia la figura de un contrato.  

Sin embargo, en algunos casos el concurso público como declaración unilateral de voluntad no puede obligar a que quien realice la conducta objeto lo haga de forma consciente.
Si sucede así, es factible pensar que se trata de una obligación que se origina de la declaración unilateral de voluntad, mediante la que se da publicidad al concurso.

Conflicto con el pensamiento clásico
La noción de que la declaración unilateral de voluntad sea una fuente de obligaciones entra en conflicto de pleno con el pensamiento clásico, según el cual solamente voluntades comunes pueden tener ese efecto.

A pesar de esto, contemplar el panorama jurídico otorga pruebas de que existen muchas obligaciones que emanan únicamente de la declaración unilateral de una persona.
Fuerza vinculatoria
Con relación a la fuerza vinculatoria, cada ordenamiento jurídico puede expresar distintas regulaciones.

Por ejemplo, el ordenamiento jurídico mexicano en su ámbito civil entiende que las promesas forman parte de las declaraciones unilaterales de voluntad. En el artículo 1860  del código civil federal se establece que el propietario estará obligado a cumplir con lo ofertado siempre que haya hecho una oferta pública a un precio fijo.

Sin embargo, en el ordenamiento jurídico no se le otorga fuerza vinculatoria, puesto que en su artículo 1148 afirma que la promesa solo es demandable si se hace a personas concretas. En este caso existen excepciones, como el supuesto de la promesa de recompensa.

Eficacia obligacional
La eficacia obligacional de la declaración unilateral de voluntad es otro elemento que puede ser confuso. 
Las dudas que surgen tienen que ver con el momento de establecer la franja de tiempo en el que la obligación se generará como resultado del cumplimiento de una conducta prevista. 
En el caso de dos personas que han cumplido la conducta, también surgen interrogantes en cuanto a cuál de los dos individuos consigue el derecho de crédito.
Estas dudas surgen debido a que la solución no ha sido fijada previamente en la declaración de voluntad. Normalmente se intenta reconducir el asunto, empleando criterios de costumbre y buena fe.

1.3.1 Tipos.

Con base en las ideas expuestas en 1874 por el tratadista austriaco Siegel, el código civil alemán dispuso que baste la voluntad del deudor para constituir una obligación a su cargo en determinados casos particulares, así también el código civil para el distrito federal y nuestro código local del estado de Chiapas,  establecen diversos tipos:


1.3.1.1.- Ofertas al público.    

Se trata de una declaración de voluntad de carácter unilateral dirigida a cualquiera que la conozca. Dicha declaración debe comprender los elementos básicos de una prestación que se esté dispuesto a cumplir, formulada con la voluntad de satisfacer. Estos elementos son:
-Promesa de una recompensa.

Ejemplo de promesa de recompensa
Una persona ofrece una recompensa a quien encuentre su perro de raza, que se ha extraviado en una salida familiar al centro de la ciudad.
Se trata de una declaración de unilateralidad de voluntad de entregar un dinero a quien entregue o conozca del paradero del animal.
-Oferta de la venta.
Ejemplo de oferta de venta
Cuando se quiere vender una vivienda, se hace una oferta de venta en diversas páginas web de inmobiliarias. Es una oferta de una parte abierta a cualquiera que esté interesado.
-Concurso de la promesa de compraventa.

1.3.1.2.- Estipulación a favor de tercero.   
    
Naturaleza Jurídica

Ignacio Galindo Garfias continúa: “La doctrina discute sobre la naturaleza jurídica de la estipulación a favor de tercero. La opinión más antigua pretende que se trate de una oferta del estipulante frente a tercero. El beneficiario, si acepta la oferta, sería un causahabiente del estipulante. Esto es desde luego inaceptable, porque el beneficiario es acreedor del promitente, por su propio derecho. Se ha pretendido asimismo que la gestión de negocio ofrece una mejor explicación, a través de la gestión de negocios. Sin embargo, se tropieza con la dificultad insuperable de que mientras el beneficio no manifieste la voluntad de querer aprovecharse de la estipulación hecha en su favor, ésta puede ser revocada, lo cual no se compadece con la naturaleza de la gestión de negocios.
Desde otro punto de vista, se ha tratado de considerar esta figura jurídica como una modalidad del pago liberatorio realizado por el deudor a un tercero autorizado por el acreedor para recibirlo. No satisface esta interpretación, porque en la estipulación en favor de tercero, éste adquiere para sí la calidad de acreedor. 

No actúa en nombre y por cuenta del acreedor estipulante. En algunas legislaciones extranjeras (Código Civil español, Código Civil italiano) la estipulación a favor de tercero reconoce como fuente el contrato y no la declaración unilateral que nace del negocio. 

En nuestro Código Civil para el Distrito Federal, en cambio, la fuente de la obligación que nace a cargo del promitente hacia el tercero, es la voluntad unilateral de aquél, “que no es de carácter contractual, sin dejar – de reconocer – dice Borja Soriano, siguiendo a Colín y Capitant – que esa obligación nace en el contrato, celebrado entre el promitente y el estipulante”.

Promitente y Estipulante.

Así, el artículo 1868 del Código Civil para el Distrito Federal citado dispone que “en los contratos se pueden hacer estipulaciones en favor de tercero de acuerdo con los siguientes artículos”.

Conforme a esa disposición, en el contrato celebrado promitente y estipulante han emitido declaraciones de voluntad concordantes en el sentido de que el deudor (promitente) quede obligado directamente con el tercero y no sólo con el estipulante, ante quien el promitente declara su voluntad de obligarse con el tercer beneficiario.

Por lo tanto en la estipulación a favor de tercero, conforme al régimen establecido por el Código Civil para el Distrito Federal, la declaración unilateral de voluntad fuente de la estipulación en favor de terceros, se forma en manera compleja a través de la fusión de las respectivas declaraciones del promitente y del estipulante.

De esta manera, entendida la declaración unilateral de voluntad, se explica fácilmente la disposición contenida en el artículo 1870 del Código Civil para el Distrito Federal en cita, conforme a la cual, el derecho del tercero nace “en el momento de perfeccionarse el contrato” a saber cuándo se ha formado el consentimiento. Para la adquisición de ese. Derecho por el beneficiario, no se requiere su aceptación, aun cuando los contratantes pueden imponer al acto las modalidades que juzguen convenientes siempre. Que éstas consten en manera expresa en el contrato y aun revocar la obligación antes de que el beneficiario declare su voluntad de querer aprovechar o rehusar la prestación estipulada a su favor (artículo 1871).

Salvo convenio expreso en contrario, el beneficiario está legitimado para ejercer la acción de cumplimiento de la obligación contraída por el promitente. El estipulante tiene también la acción para exigir el cumplimiento de la obligación. Debe advertirse en este respecto, que el estipulante cuya situación jurídica es la de acreedor en el contrato, no puede ser desprovisto de la acción de cumplimiento por convenio con el promitente, si el beneficiario renuncia al ejercicio de la acción que le compete. Ni es válida la cláusula por medio de la cual el estipulante conviene en no ejercer la acción en caso de incumplimiento del promitente. Puede ejercer la acción juntamente con el beneficiario (Litis consorcio) o por su propio derecho, si el beneficiario descuida hacer valer la acción que le corresponde.

1.3.1.3 - Títulos civiles a la orden y al portador.

Consisten en la promesa contenida en un documento de hacer una prestación en favor de alguien determinado o indeterminado que posea el documento. Un ejemplo claro de esto son los volantes de descuento.
[bookmark: more]
- Características de los títulos civiles a la orden o al portador -

a) Es indispensable entregar el documento para hacer valer el derecho, para obtener la prestación prometida debido a que el derecho está contenido en el título.

b) El deudor está obligado a pagar a cualquiera que le presente y entregue el título al portador.

c) El prominente suscriptor de un título civil al portador no podrá resistirse a pagar alegando defensas o excepciones personales que pudo oponer al primer titular o a los sucesivos, si no solo las que tenga contra el portador que lo presente, pues se considera que cada nuevo titular adquiere un derecho independiente y autónomo.

d) Es el texto literal del documento el que indica quien es el titular, cual es la medida del derecho, el momento en que ocurre su exigibilidad, etc., el titulo vale tanto como su letra señala. Esto se conoce como literalidad.

e) Hay 2 clases de títulos civiles, los que tienen designados un titular determinado, llamados nominativos o a la orden, y los extendidos a persona indeterminada o al portador.



Consulta en la web de la primera unidad del temario descrito para la materia.
https://www.youtube.com/watch?v=zGEOtcmRzgM
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SEGUNDA UNIDAD

Objetivo de la unidad:
El alumno analizarás los elementos de la figura de enriquecimiento sin causa y del pago de lo indebido para explicar por qué genera o en su caso impide, un efecto obligacional.

ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA, GESTIÓN DE NEGOCIOS Y  ACTO ILÍCITO.

En ese orden de ideas, primero vamos a examinar si el enriquecimiento sin causa tiene origen en la fuente contractual. Al respecto, podemos afirmar que los contratos provienen de la voluntad de las partes produciendo obligaciones fruto de este consentimiento.

Por ello, el contrato es causa justificante de las atribuciones patrimoniales realizadas, no produciéndose enriquecimientos indebidos. Lo anterior se comprende siempre y cuando estemos ante un contrato válido, ya que sus efectos son protegidos por el ordenamiento jurídico.

En cambio, en los contratos inválidos las atribuciones patrimoniales carecen de fundamento jurídico, y por tal razón, sería viable el uso del enriquecimiento sin causa. En la medida, de permitir la restitución de dichos enriquecimientos injustificados. 

Pero estas obligaciones restitutorias no son las mismas que las partes consintieron al celebrar el contrato. Es decir, no tienen el mismo origen que las obligaciones contractuales. Por ello, descartamos la naturaleza del enriquecimiento sin causa como fuente de obligaciones contractual.



2.1.-  Definición de enriquecimiento sin causa.

El  enriquecimiento sin causa se presenta cuando el patrimonio de una persona se transfiere a otro individuo sin existir una causa jurídica que justifique ese traspaso.

Para que exista el enriquecimiento sin causa es necesario que se presenten los siguientes requisitos o modalidades:

2.1.1 Modalidades.

Enriquecimiento del demandado: se puede producir por un aumento del activo o por una disminución del pasivo. El enriquecimiento negativo se da cuando es evitada una disminución del patrimonio.

Empobrecimiento del demandante: el empobrecimiento es una pérdida económica apreciable, y puede ser un valor salido del patrimonio, una prestación de servicios, la pérdida de un lucro cierto y positivo

Relación causal entre esos hechos: debe existir un lazo causal entre el enriquecimiento del demandado y el empobrecimiento del actor. A veces puede darse de manera directa el desplazamiento de valores del patrimonio del actor, o de forma indirecta con otro patrimonio de por medio. 

Ausencia de causa justificante: por ejemplo la existencia de un contrato válido elimina la posibilidad de acción.

Esta figura jurídica permite que quien resulte empobrecido de esta forma pueda exigir el reintegro de ese empobrecimiento hasta el importe del beneficio que sin título o causa haya experimentado otra persona.

Ahora vamos a analizar si el enriquecimiento sin causa pertenece a la fuente de obligaciones de los hechos ilícitos. De entrada, observamos un nutrido número de diferencias entre el enriquecimiento sin causa y la responsabilidad por daños. A continuación desarrollaremos las principales diferencias:

El derecho de daños proviene siempre de hechos ilícitos; a diferencia del enriquecimiento sin causa que nace normalmente de un hecho lícito, aunque en algunos casos también puede nacer de un hecho ilícito. 

El derecho de daños tiene como eje central el concepto de culpa; mientras que el enriquecimiento sin causa prescinde en absoluto de las nociones de culpa, no es subjetiva. 
La pretensión de daños necesita fijar la relación causa a efecto entre el agente provocador y el daño; al contrario de la pretensión de enriquecimiento sin causa que fija dicha correlación entre el patrimonio del enriquecido y el empobrecido. 

La pretensión de daños extiende su reparación a la totalidad del daño; a diferencia de la pretensión restitutoria que tiene como objeto y medida la cuantía del enriquecimiento.

No obstante, a pesar de las diferencias que hemos desarrollado, existen supuestos donde pueden concurrir tanto un daño como un enriquecimiento. Así, el agente provocador del daño puede verse beneficiado ante la producción del hecho ilícito, se puede emplear tanto la acción de enriquecimiento sin causa como la acción propia al daño. 

En consecuencia, descartamos que el enriquecimiento sin causa provenga de la fuente de obligaciones propia del derecho de daños. Cada una de estas instituciones jurídicas tiene su propio contenido, permitiendo delimitar su propia naturaleza jurídica. Y, si bien, pueden concurrir ambas acciones en supuestos determinados, ello se debe a que el daño pueda producir un enriquecimiento. Pero aun así, ninguna de las dos instituciones jurídicas pierde su esencia.


2.1.2.- Tránsito de valores.

Consiste en el cambio  de un objeto en detrimento de otro y en beneficio de otro, en ninguna legislación u autoría se establece un monto económico que establezca una determinada cantidad pecuniaria para afectar a un sujeto.

Es decir se produce una trasferencia de bienes o servicios de un sujeto a otro a causa de una conducta o aun de un hecho jurídico natural. Puede consistir en la transmisión de bienes, liberación de deudas u obligaciones reales y en la eliminación de daños o perjuicios inminentes a costa del sacrificio ajeno.

2.1.3.- Ausencia de causa jurídica.

Consiste en que la transmisión de valores de un patrimonio a otro no está justificada por una norma de derecho (ni por una disposición particular ni por una ley o norma general), y por ello el empobrecido no tiene obligación de sacrificarse y el enriquecido no tiene derecho a conservar el beneficio.

2.1.4. - Pago de lo indebido.

En ese orden de ideas, vamos a examinar el cuasicontrato denominado pago  de lo indebido. 

Para ello, alcanzaremos algunas definiciones elaboradas por la doctrina.

Así, OSSORIO considera que el pago indebido o pago de lo que se debe (…) es el que efectúa quien creyéndose, por un error de hecho o de derecho, deudor de una cosa o cantidad, la entregase en pago, supuesto en el cual tendría derecho a repetirla del que la recibió.

En ese sentido, CABANELLAS  define el pago indebido como entrega de una cantidad o ejecución de un acto que disminuye el propio patrimonio por error o por creerse falsamente obligado.

Asimismo, ALBALADEJO  refiere que hay pago indebido cuando se entrega y recibe en concepto de pago alguna cosa que no había derecho a cobrar del que paga, y que, por error ha sido entregada.

En síntesis, el pago indebido es la realización de una aparente obligación que nunca llegó a existir. 

Asimismo, está compuesto por dos requisitos: 

a) Ausencia de una obligación previa; 
b) Error del solvens - sea error de hecho o de derecho. Algunos autores adicionan otros requisitos. (Considero estos dos los más importantes).

En ese sentido, cuando un sujeto recibe un pago sin la existencia de una obligación, se enriquece a costa del sujeto que efectúo el pago. 

2.2.-  Definición de gestión de negocios.

(Derecho Civil) Acción y efecto, en una persona, el gerente, de realizar actos de administración en interés de un tercero, el administrado o dueño del negocio sin que este último se lo haya encargado. 

Hay gestión de negocios patrimoniales ajenos cuando alguien, extraño a ellos (gestor), asume sin haber recibido mandato, encargo ni autorización- la iniciativa de su gestión, por encontrarse el dueño de sus negocios ausente o impedido de obrar por sí mismo (Messineo, Enneccerus.) 

En este orden de ideas, toda persona capaz de contratar, que se encarga sin mandato de la gestión de un negocio que directa o indirectamente se refiere al patrimonio de otro, sea que el dueño del negocio tenga conocimiento de la
gestión, sea que la ignore, se somete a todas las obligaciones que la aceptación de un mandato importa al mandatario.

Para que se configure la gestión de negocios es menester:

1) Que la gestión haya sido realizada sin mandato, encargo ni autorización; 
2) Que el gestor se proponga hacer un negocio de otro, y 
3) Que el gestor tenga la intención de obligar eventualmente al dueño del negocio.
Naturaleza y fundamento de la gestión de negocios: punto muy discutido es el de la naturaleza jurídica de la gestión de negocios ajenos. 

2.2.1.- partes.

¿Cuál es el fundamento de las obligaciones que pesan sobre dueño y gestor? 

Para algunos autores la gestión de negocios es un cuasi contrato, pero esta teoría ha sufrido el descrédito, hoy general, del concepto mismo del cuasi contrato.

Otros opinan que se trata de un acto jurídico unilateral vinculado a la idea de representación: si el gestor ha obrado a nombre del dueño, habría una representación sin poder; si lo ha hecho a nombre propio, habría una representación indirecta, interna o impropia.

2.2.1.3.- Derechos y obligaciones de las partes.

Para otros, las obligaciones del gestor resultarían de su propio acto voluntario, en tanto que las del dueño son impuestas por la ley. Esta última teoría parece describir con mayor realismo la fuente jurídica de las obligaciones; y sólo cabe añadir que la ley impone obligaciones al dueño del negocio por motivos de equidad y para estimular el sano espíritu de solidaridad social que pone de  manifiesto quien se encarga espontáneamente y sin retribución de un negocio ajeno con el deseo de evitar un daño al dueño.

Los elementos para la existencia de una gestión de negocios son: que el negocio objeto del trámite sea de otro; que el gestor obre voluntariamente y que obre sin mandato. 

No obstante lo anterior y tratándose de un cuasi-contrato, el gestor adquiere obligaciones, por ejemplo; el gestor debe, necesariamente, obrar por los intereses del dueño; debe desempeñar su cargo con diligencia como si fueran los propios y tan pronto como sea posible, dar aviso de la gestión al propietario. Para esto, no tiene derecho a cobrar retribución por el desempeño del trámite en comento. 

Evidentemente tiene responsabilidad civil al fallar sus obligaciones, por ejemplo, si no desempeña su cargo con toda la diligencia como si fueran negocios propios, el gestor indemnizará los daños y perjuicios que por su culpa o negligencias, sean en daño del dueño; si el trámite tiene por objeto evitar un daño, el responsable no responde más que por su dolo o falta grave, es decir, si uno interviene en el negocio de la venta de un auto y por culpa nuestra el auto se pierde, tendremos que pagar el auto nosotros mismos; no obstante lo anterior, si intervenimos para evitar que le cobren recargos de un pago y por culpa nuestra no se paga, sólo responderemos por los recargos cobrados. 

El dueño del negocio de un asunto que hubiere sido útilmente gestionado, debe pagar los gastos que se eroguen de éste, pero no pagarle al gestor; es decir, el propietario solo está obligado a pagar los gastos que genere su negocio y apreciar la utilidad que haga el gestor. 

Debemos considerar que cuando el dueño del negocio no ratifique la gestión, es decir que la desconozca, solo responderá por los gastos que originó el negocio, pero no responderá por los beneficios ni por la concurrencia de un eventual bien; no obstante, si se generan ganancias ratificada la gestión, serán únicamente para el dueño toda vez que el gestor no pueda percibir provecho alguno.

Por otro lado, la ratificación se considera “gestión útil” cuando es confirmada, una vez que el encargado ha cumplido las obligaciones de ésta y se den las consecuencias de derecho; por ejemplo, intereses del trámite de negocios o la plusvalía de una casa; la validación del dueño del comercio produce los mismos efectos de un mandato y la confirmación tiene efecto retroactivo al día que la gestión comenzó.

Existe un caso especial, considerado en el artículo 1908 del Código Civil para el distrito federal, que ordena que cuando no exista consentimiento del obligado a prestar alimentos, los diese un extraño (un gestor de negocios), éste tendrá derecho a reclamar del dueño el importe, siempre que no sea por obtener un beneficio sino un acto de buena fe.

2.3.- Concepto de acto ilícito.

Los actos ilícitos son aquellos hechos humanos voluntarios, que son los que se efectúan con discernimiento intención y libertad, pero que son contrarios a lo dispuesto por las normas jurídicas, y por lo tanto son sancionables. Pueden consistir en acciones u omisiones. En este último caso debe existir la obligación de actuar, por ejemplo en el caso del médico que omite atender a un paciente, a su requerimiento.

Los actos ilícitos pueden ser civiles o penales; estas categorías a veces coinciden y otras veces no, como ocurre con el estelionato que es sólo delito civil. Los actos ilícitos civiles obligan al autor a reparar el daño ocasionado.

2.3.1.- Elementos.     

El artículo 1830 del código civil lo define como todo aquel contrario a las leyes de orden público o a las buenas costumbres. Se trata de un concepto conocido, el hecho o acto ilícito, se caracteriza así como una acción antijurídica, contraria a la ley o la moral social, anula el contrato que lo tiene por objeto o finalidad principal.

El hecho ilícito que engendra obligaciones, que se fundé de ellas, se regula en el artículo 1910 del código del distrito federal, que establece: El que obrando ilícitamente o contra las buenas costumbres cause daño a otro, está obligado a repararlo. Es decir, la obligación de reparar daños, la llamada responsabilidad civil, surge a cargo de quien incurre en una conducta antijurídica y dañosa.

Tenemos aquí dos elementos conceptuales de hecho ilícito generador de obligaciones: la antijuricidad  y el daño. Pero, ¿basta una conducta contraria al derecho y perjudicial para crear obligaciones? No, pues el artículo 1914 del código civil, contenido en el mismo capítulo de los hechos ilícitos, prescribe: Cuando sin culpa o negligencia de ninguna de las partes, se producen daños, cada una los soportara sin derecho a indemnización.

Aparece así un nuevo elemento del hecho ilícito: la culpa, para responsabilizar a alguien necesitamos demostrar que estuvo a su alcance evitar el daño y no lo hizo, que cometió una falta o culpa, o que se produjo el daño en forma intencional. De todo ello se concluye que los elementos característicos del hecho ilícito son, por lo consiguiente, la antijuricidad, la culpa y el daño.

2.3.2.-  Responsabilidad civil.  

La responsabilidad civil es, pues, el nombre que toma la obligación generada por el hecho ilícito, la cual se traduce en la necesidad de reparar los daños y perjuicios causados a otros.

2.3.2.1.-  Teoría unitaria de la responsabilidad civil.    

El concepto de «responsabilidad» es, probablemente, uno de los más utilizados por los seres humanos. Así, cotidianamente, al manejar un texto legal, leer el periódico, oír los noticiarios y tertulias de las emisoras de radio y de televisión, etc., nos encontramos con frases como «un corrimiento de tierras fue el responsable de la rotura de la balsa de Aznalcóllar», «los ciudadanos mexicanos consideran al Gobierno responsable de la situación económica», «A. G. considera que su mujer fue la responsable de su divorcio», «V. G. fue condenado como responsable de un delito de homicidio», etc. 

Todos estos enunciados tienen en común el uso del concepto «responsabilidad», pero no son idénticos, ya que cada uno, además de significar una cosa distinta, utiliza el término «responsabilidad» en un campo distinto; de modo que uno hace referencia a las relaciones de causalidad, otro a la responsabilidad moral, otro a la política... y el último a la responsabilidad jurídica.

A todas luces, el de responsabilidad es uno de los conceptos jurídicos angulares de todo Ordenamiento. Sin él nos resultaría muy difícil entender el Derecho, porque nos faltaría el elemento por el cual reacciona el Ordenamiento ante el individuo que infringe un determinado precepto jurídico. 

En definitiva, creo que la función coactiva del Derecho sería difícilmente comprensible sin el concepto de responsabilidad. Encontramos manifestaciones de la responsabilidad jurídica en todos y cada uno de los sectores del Ordenamiento– Derecho civil, penal, administrativo, mercantil, laboral, etc., teniendo en cada uno de ellos sus peculiaridades– y, por tanto, desde todas estas ramas, incluida la Filosofía Jurídica, se ha procedido, en mayor o menor grado a estudiar sus elementos, su forma de actuar, su justificación, que son distintos en muchas ocasiones, en definitiva, a definirla y a analizarla.

Pero, pese a su importancia y la cantidad de palabras que los juristas le han dedicado, no podemos encontrar una definición clara, precisa y unívoca de responsabilidad jurídica.
Por lo que resulta importante, determinar la materia al cual le corresponde resarcir los daños ocasionados a un sujeto que resultó afectado con la realización de una conducta inadecuada.

Esta teoría parte del principio del que el patrimonio puede ser económico o moral en cuanto a los daños materiales pueden ser repuestos de forma económica pero en cuanto a los morales o también llamados patrimonio de las personas, toda vez que estos afectan la idea del honor, prestigio, integridad moral y familiar es preciso tratar de repáralas no en cuanto al concepto de volverlas al estado inicial que se tenían si no de retribuir con una cantidad razonable de dinero para sí tratar de borrar gran parte el daño a través de algún medio que supla aquellos de los cuales se vio privada y que por lo tanto ello puede hacerse siempre en todo tipo de daño moral.

2.3.2.2.- Daño y perjuicio.

El daño es todo agravio que sufre una persona por la inejecución de una obligación. El daño, para ser reparado, debe ser cierto, no eventual o hipotético.

En general, daño es sinónimo de perjuicio; sin embargo, el Código Civil distingue los conceptos de daño y de perjuicio, y establece que “se entiende por daño la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de una obligación».

También, el Código señala que «se considera perjuicio la privación de cualquier ganancia lícita que debiera haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación».

2.3.2.3.- Indemnización

La indemnización es la compensación que se le entrega a una persona como consecuencia de un daño que se haya recibido.

Un individuo es golpeado por otro, o injuriado, entonces, se presenta en los tribunales correspondientes para iniciar una causa contra esa persona que lo atacó, y entonces, de probarse fehacientemente el hecho, lo normal es que los tribunales decidan una reparación, conocida popularmente como indemnización, y que consiste de dinero en efectivo.

El término se emplea principalmente en el ámbito del Derecho y permite a través de él referirnos a la transacción que se realiza entre un acreedor o víctima y un deudor o victimario, es decir, es la compensación que un individuo puede exigir y eventualmente recibir como consecuencia de haber sufrido un daño, o en su defecto por alguna deuda que mantenga con él otra persona o entidad.

La víctima pedirá una determinada suma de dinero, la cual, deberá de alguna manera equivaler al daño recibido o a las ganancias o beneficios que hubiere percibido si no se hubiese producido el daño por el cual se convirtió en víctima. Por esta cuestión es que generalmente ante estos casos se habla de indemnización de perjuicios.

Tipos de indemnizaciones

Existen dos tipos de indemnizaciones, las cuales se diferencian en cuanto al tipo de daño producido.

Por un lado, la indemnización contractual, la cual será solicitada por el acreedor cuando haya existido un incumplimiento en cuanto a normas oportunamente estipuladas en un contrato suscripto por su parte y por la parte deudora.

Y luego está la indemnización extracontractual, la cual se dará a lugar cuando existe un daño o perjuicio hacia otra persona o hacia un bien propiedad del acreedor y no media un contrato.

La indemnización no solamente podrá ser exigida cuando exista un daño directo por parte de un deudor o de un victimario sino que la misma también podrá ser solicitada en caso de contar con un contrato con una empresa aseguradora.

Es decir, es común que la gente asegure algunos de sus bienes personales más preciados, como ser casas, automóviles, contra imponderables como robos, choques, o hasta incendios; pagando una cuota mensual a una empresa aseguradora, el cliente tendrá sus bienes personales protegidos ante la sucesión de cualquiera de las contingencias mencionadas, entonces, de producirse alguno de estos siniestros se podrá solicitar una indemnización a la compañía contratada, la cual deberá compensar el daño sufrido de acuerdo a las condiciones firmadas en el contrato celebrado oportunamente.

2.3.2.4.- Responsabilidad objetiva o riesgo creado.

La responsabilidad objetiva o teoría del riesgo creado, es una fuente de obligaciones reconocida en algunos códigos de este siglo, por virtud de la cual, aquel que hace uso de cosas peligrosas, debe reparar los daños que cause, aun cuando haya procedido lícitamente. 

En el caso de la responsabilidad objetiva, se parte de la hipótesis de que la fuente de obligaciones es el uso lícito de cosas peligrosas, que por el hecho de causar un daño, obligan al que se sirve de ellas, que puede ser el propietario, el usufructuario, el arrendatario, o el usuario en general, a reparar el daño causado.

Elementos de la responsabilidad objetiva.

Los elementos que podemos precisar en esta nueva fuente, producto principalmente del maquinismo y de la industria moderna, son los siguientes:
El uso de cosas peligrosas.
La existencia de un daño de carácter patrimonial,
La relación de causa a efecto entre el hecho y el daño.

Tomando en cuenta que exclusivamente se parte de esta relación causal entre el hecho, o sea, el uso de cosas peligrosas, y el daño producido, se le ha llamado teoría de la responsabilidad objetiva, para distinguirla de la responsabilidad subjetiva, en la cual se parte de un elemento estrictamente personal, o sea, la negligencia, la culpa o dolo.

En la teoría del riesgo creado se exige para que nazca la responsabilidad:

El uso de una cosa peligrosa o el ejercicio de actividades reputadas por la ley como peligrosas. 

La realización de un daño.

Una relación de causa a efecto entre la cosa o actividad peligrosas y el daño causado. No se toma en cuenta en esta teoría el elemento subjetivo de la culpa imputable al agente”. 

Por otra parte, hay cosas que por su naturaleza inflamable o explosiva son de muy peligroso manejo y aunque se proceda cuidadosa y diligentemente, pueden producir efectos dañosos no sólo para el que los usa, sino también para los demás, creando así un riesgo para todos.



Consulta en la web de la segunda unidad del temario descrito para la materia.
https://www.youtube.com/watch?v=KxAB_3fR3O4



Bibliografía básica y complementaria:

· “DERECHO DE LAS OBLIGACIONES”, Gutiérrez y González, Ernesto; Editorial Porrúa, Décima Segunda Edición, 1225 hojas.
· “TEORÍA DE LAS OBLIGACIONES”, Martínez Alfaro, Joaquín; Editorial Porrúa, Novena Edición, 417 hojas.









TERCERA UNIDAD

Objetivo de la unidad: 
Identificarás la forma en que una obligación nace pura y simple y las formas en que pueden variar, suspenderse o extinguirse sus efectos.

MODALIDADES DE LAS OBLIGACIONES, TRANSMISIÓN DE OBLIGACIONES Y  EFECTOS DE OBLIGACIONES.

En esta unidad, el estudiante conocerá y aprenderá a las distintas modalidades de las obligaciones, sus características principales de cada uno de los diferentes tipos de las obligaciones, y la participación de los sujetos dentro de las obligaciones.

3.1.- Modalidades.

Las modalidades de las obligaciones son elementos variables y accidentales que modifican los efectos normales de las obligaciones sin alterar su naturaleza. Las obligaciones son aquel vínculo legal basado en un derecho por el cual las personas están obligadas a hacer algo, entregar algo, realizar un servicio o abstenerse de hacer algo.

Esas modalidades alteran los efectos de las obligaciones cuestionando la existencia de los derechos que las avalan, retrasando su práctica o agravando las obligaciones con otras accesorias. Lo primero es distinguir inicialmente entre obligaciones puras y modales antes de explicar las modalidades de las obligaciones.




3.1.1.-  Modalidades que afectan la eficacia.

En estas modalidades de las obligaciones la eficacia de la misma depende de un plazo o término. Este término es algo que va a suceder en el futuro y que extingue los efectos de la obligación. 
Existen varios tipos de plazos, como el término expreso, el término tácito, el término convencional y el término legal, entre otros. A continuación describiremos dos de los plazos más destacados: el suspensivo y el extintivo.

Plazo suspensivo
Tiene 3 consecuencias:
– Mientras no ocurra la obligación no se puede realizar.
– La prescripción negativa de deudas se detiene.
– El deudor no puede hacer el pago a favor del acreedor.

Plazo extintivo
Se refiere a la existencia de un acontecimiento futuro que extingue los efectos de una obligación.

3.1.2.- Término.

Se denomina término o plazo a la determinación del momento en que el negocio jurídico debe comenzar a producir o dejar de producir sus efectos.

En puridad de conceptos, cabe distinguir el término (existe cuando se señala un momento temporal concreto -v. gr., el día primero de octubre-) y el plazo (que existe cuando se señala un conjunto de momentos temporales sucesivos -v. gr., un mes, tres años, etc.-).

A diferencia de la condición, que presupone siempre una incertidumbre en torno a su producción (incertus an), los términos y los plazos son siempre ciertos en cuanto a su llegada (aunque se ignore cuándo llegarán, como sucede en el llamado término indeterminado).

Establece el artículo 1125 del código civil federal que «las obligaciones para cuyo cumplimiento se haya señalado un día cierto, sólo serán exigibles cuando el día llegue. Entiéndase por día cierto aquel que necesariamente ha de venir, aunque se ignore cuándo.

3.1.3.- Condición.

En sentido técnico y estricto, la condición es «el evento o acontecimiento futuro e incierto del cual los autores del negocio jurídico hacen depender en todo o en parte la eficacia o ineficacia del mismo».

Son notas de toda condición el carácter futuro del evento previsto y la incertidumbre objetiva (no meramente subjetiva) del mismo. El artículo 1113 C.C. federal, admite la posibilidad de que constituya condición de un hecho pasado que los interesados ignoren. 

Sin embargo, como entiende DÍEZ-PICAZO, en tales casos no existe una genuina condición; se trata, respecto de los propios interesados, de un negocio de eficacia incierta (incertidumbre subjetiva), pero el negocio objetivamente considerado no es de eficacia suspendida o en fase de pendencia.

Si la incertidumbre no recae sobre la producción misma del hecho, sino únicamente sobre el momento de su producción (certus an, incertus quando), el evento no constituye condición sino término.

Por último, se distingue la condición de la conditio iuris en que aquélla es insertada en el negocio por voluntad de los particulares, mientras que ésta es un presupuesto objetivamente exigido por la naturaleza u objeto del negocio o por ley para la producción de efectos jurídicos.



3.1.4.- Modo.

Mediante el modo, el disponente en un negocio a título gratuito establece un comportamiento o una conducta que debe ser realizada por el beneficiario de la atribución. 

Define CASTÁN el modo, carga o gravamen como «la determinación accesoria agregada a un acto de liberalidad y por la cual queda obligado el adquirente a realizar una prestación a favor del disponente o de un tercero».

La prestación modal puede consistir en cualquier acto u omisión lícitos (prestación positiva o negativa, real o personal; emplear o no en determinado fin el objeto). Lo que no puede ser objeto de obligación tampoco puede serlo de una disposición modal. 

El modo no se integra, sin embargo -puntualiza DÍEZ-PICAZO-, en una auténtica obligación, en el sentido de que no es un deber respectivo o un correlativo de la disposición patrimonial realizada. Nuestro Código Civil, en relación con los negocios mortis causa, señala como posible contenido del modo «la expresión del objeto de la institución o legado, o la aplicación que haya de darse a lo dejado por el testador, o la carga que el mismo impusiere».

Tradicionalmente se ha venido diferenciando entre modo y condición señalando que el modo obliga, pero no suspende, mientras que la condición suspende, pero no obliga. 

Así, el artículo establece que lo dejado con una cláusula modal «puede pedirse desde luego, y es transmisible a los herederos que afiancen el cumplimiento de lo mandado por el testador, y la devolución de lo percibido con sus frutos e intereses, si faltaren a esta obligación». La diferencia, no obstante, será en algunos casos concretos una cuestión de interpretación de la voluntad, si bien el artículo 797 del código civil federa, resulta que, en la duda, deberá ser interpretada la cláusula a favor de su naturaleza modal y no como condición; regla ésta que entiende la doctrina aplicable también a los negocios ínter vivo.


3.1.5.- Modalidades en los sujetos.

En los casos que una misma obligación contemple varios sujetos activos y acreedores, o varios sujetos pasivos o deudores, aparece la modalidad de las obligaciones mancomunadas y solidarias.

3.1.6.- Solidaridad.

Solidaridad

En esta modalidad el crédito o la deuda es un todo conjunto que ha de ser abonado —o prestado, si es un servicio— de forma íntegra. Es decir, uno de los deudores puede pagar todo al acreedor, o el deudor (sujeto pasivo) puede pagar por completo a uno de los acreedores (sujeto activo).

Ejemplo
Dos personas tienen un crédito solidario con otra. Uno de ellos puede pagar en totalidad cumpliendo con la obligación.

Existen dos formas de solidaridad:

Solidaridad activa

Hay dos o más acreedores conjuntos frente a un deudor o sujeto pasivo que pueden demandar de forma conjunta o por separado el cumplimiento total de la obligación.

Solidaridad pasiva

Existen 2 o más deudores (sujetos pasivos) conjuntos que hacen frente a la totalidad de la obligación hacia un solo acreedor.

3.1.7.- Mancomunidad.

En esta modalidad existen varios deudores o acreedores; por lo tanto, el crédito o deuda está separada en partes iguales, aunque cada parte es distinta.

En estos casos existe una partición de las obligaciones que son independientes y pueden ser exigidas por las partes de forma independiente, bien por parte de los deudores o de los acreedores, según el caso concreto.

Ejemplo
Dos personas tienen un crédito mancomunado con otra persona (acreedor). Su obligación es al 50 % cada uno y, para cumplir con la obligación, tienen que pagar ambos su 50 % de la deuda.

3.1.8. Indivisibilidad

(Derecho Civil) Obligación que, a causa de los caracteres naturales o convencionales de su objeto, no es susceptible de división entre acreedores y deudores.

Las obligaciones son indivisibles si las prestaciones no pudiesen ser cumplidas sino por entero. Es un concepto que se elabora por oposición al de obligación divisible.

Por tanto, cuadra, concluir que para calificar una obligación como indivisible hay que atender a los caracteres objetivos u ontológicos de la prestación debida: cuando esa prestación conforme a tales caracteres, no sea susceptible de un cumplimiento fraccionado, la obligación será indivisible.

En definitiva, la divisibilidad de la obligación está impuesta, necesariamente, por la índole fraccionable de la prestación. Pero la indivisibilidad puede derivar tanto de los caracteres ontológicos del objeto debido cuanto de la voluntad de las partes que están autorizadas para imponer una indivisibilidad funcional, corrigiendo la naturaleza partible de la prestación: es el ejemplo clásico de la deuda de dinero, que asumen dos personas, de dar una fianza para que otra salga en libertad. Como en ese supuesto la integración de una parte de la suma total no sería suficiente para alcanzar la finalidad que las partes se han propuesto, ha de entenderse que cualquier deudor está obligado, para liberarse, a satisfacer la totalidad de la deuda, pues de otro modo el pago no resulta cancelatorio por carencia de utilidad para acreedor.

3.1.9.- Modalidades en el objeto.

El objeto es la cosa o bien que es base del acto o hecho que se está ventilando, en derecho estaríamos en presencia del acto litigioso, dependerá de lo que los sujetos contratantes realicen o pactaron con anterioridad.

3.1.10.- Conjuntivas.

Cuando el deudor tiene una obligación conjunta de varios servicios o varias cosas, no cumple su obligación hasta que no realiza toda su obligación en conjunto.

Ejemplo
Un abogado tiene la obligación de asistir legalmente en dos casos totalmente diferentes y sin relación alguna entre ellos.

3.1.11.- Alternativas.

En estos casos la obligación se puede cumplir de forma alternativa eligiendo el deudor, salvo que se haya regulado diferente.

Cuando la alternativa este entre una cosa o un hecho y la elección es del acreedor, puede elegir cualquiera; pero si es el deudor, tiene que entregar la cosa.

Si la cosa objeto de la obligación se extravía, el acreedor puede solicitar su valor económico o el fin del contrato.

Ejemplo
Cuando existe un legado y el heredero puede elegir entre abonarlo al legatario con uno o varios bienes relictos.

3.1.12.- Facultativas.     

La función de la obligación facultativa se genera cuando el deudor tiene una obligación consistente en una prestación única, aunque tiene la facultad de resultar liberado de la obligación cumpliendo otra en su lugar.

3.2.- Cesión de derechos.    

El contrato en virtud del cual una de las partes transmite a otra, a título gratuito u oneroso, la titularidad de un derecho de manera tal que en lo sucesivo pueda ejercerlo en nombre propio.

Este contrato, tal como se lo concibe en la actualidad, es uno de aquellos que más ha sido afectado por la evolución del derecho. En el derecho romano y en virtud del carácter personalísimo de las obligaciones y los derechos no se admitía la cesión de los mismos. Natural fue que tal criterio no se compadeciera con el desarrollo comercial que paulatinamente se iba gestando. 

El genio jurídico romano, tan Propicio a las soluciones prácticas, apeló a la novación por cambio de acreedor con la inconveniente de que esta requería la conformidad del deudor. 

Luego se echó mano a la procuratio in rem suma para solucionar el problema, pero con el peligro de que el poderdante revocara el mandato o bien que este caducara por fallecimiento del primero.

Entonces se le concedió al mandatario la posibilidad de hacer irrevocable el mandato merced a la notificación que del mismo debía efectuar al deudor cedido.

En la actualidad, el derecho moderno acepta plenamente la posibilidad de que el acreedor ceda sus derechos; en cambio no sucede lo mismo con el deudor respecto de sus obligaciones.

Las ventajas de la figura de la cesión de créditos son evidentes puesto que facilita la percepción rápida del crédito desde que, si bien por lo general quien lo cede percibe menos de su valor nominal, compensa de tal manera la posible insolvencia del deudor, y obtiene rápida liquidez crediticia.

Por lo demás, como la persona del acreedor es indiferente para el deudor, se prescinde de requerir su anuencia, con lo cual la transmisión se opera sin inconvenientes.

El contrato de cesión de créditos es:

1) Consensual, habida cuenta de que la entrega del título es solo una consecuencia de la cesión, u no un requisito de su eficacia.

2) Unilateral o bilateral según que el cesionario asuma o no alguna obligación frente al cedente.

3) Conmutativo, con independencia del carácter conmutativo o aleatorio del crédito transmitido. En efecto, el cesionario tiene su objeto, que es la investidura de acreedor, sin depender de alea alguna.

4) Formal no solemne, o no formal, según los casos.

Objeto. Puede serlo "todo objeto incorporal, todo derecho y toda acción sobre una cosa que se encuentre en el comercio ", y aun los créditos futuros, aleatorios, condicionales, eventuales, litigiosos, etcétera.

Elementos personales de la cesión de derechos:
Cedente: persona que enajena su derecho.
Cesionario: persona que ejercerá el derecho en su propio nombre.
Cedido: deudor en el caso de cesión de posición de acreedor.

3.2.1.- Subrogación.    

Otra manera de transmitir el crédito y sustituir al acreedor es la subrogación por pago. Subrogar significa precisamente ¨¨sustituir¨.

Hay subrogación real cuando se sustituyen unos bienes por otros, y subrogación personal por pago cuando el acreedor es suplico por un tercero interesado que paga la deuda o presta dinero para tal fin.
 
Con dicha sustitución, el tercero que paga el importe del crédito adquiere el mismo derecho que tenía el acreedor, con sus garantías y accesorios. La subrogación en el caso particular del pago que efectúa un tercero con interés jurídico en el cumplimiento de la obligación o aceptando como sustituto en el crédito por voluntad del acreedor o deudor.

Es un pago que produce efectos muy importantes  y particulares, pues la obligación, en vez de extinguirse, se transmite al tercero solvens, quien toma el sitio del acreedor en una relación jurídica que no se modifica.



Ejemplo

Si usted hiciera un simple préstamo a los sucesores del deudor (entre los que usted figura) para pagar esa deuda, correría el riesgo de no recobrar su dinero, en caso de que el autor de la sucesión hubiera tenido otros acreedores y los bines de la herencia no alcanzaran a pagar todas las deudas.
Pero si paga por los herederos, subrogándose en los derechos del banco, adquiere intacto el crédito de este con su garantía hipotecaria privilegiada, que le asegura recobrar su inversión, pues opondrá el derecho real de hipoteca a los demás acreedores y cobrara de modo preferente. Así lo hace y subroga al banco, que dando como nuevo acreedor hipotecario de los sucesores. El pago no extingue la deuda, si no que la transmite la tercero solvens con interés jurídico.

3.2.2.- Cesión de deuda.   

Es un contrato celebrado entre el acreedor, el deudor y un tercero, en el cual aquel consiste en que el tercero asuma la deuda y que el deudor original quede desligado de la obligación.

En el derecho mexicano, la cesión de deuda es un acto jurídico plurilateral en el que intervienen en principio tres voluntades: la del deudor original, la del tercero y la del acreedor, sin la cual no puede concebirse la sustitución del deudor, en atención al interés que tiene en la seguridad de su crédito, que depende de la solvencia, responsabilidad y honorabilidad del deudor, o de la eficiencia con que la prestación se cumpla cuando la obligación sea intuitu personae.

El artículo 2051 del código civil federal establece: ´ Para que haya sustitución de deudor es necesario que el acreedor consienta expresa o tácitamente´.

Ninguna verdadera cesión de deudas podría existir antes de la adhesión del acreedor. El deudor original podrá conseguir que otro se obligue frente  a pagar su deuda, pero no le habrá transmitido esa deuda en tanto el acreedor no consienta ello.

3.3.- Efectos comunes a todas las obligaciones.  

Los Efectos de las obligaciones son las consecuencias jurídicas que nacen de la misma, consiste en la necesidad de que se cumpla la obligación ya sea voluntariamente o a través de los medios judiciales que otorga ley. El efecto se traduce en la ejecución  de la obligación.

Tiempo de producción de los efectos.

Los efectos de la obligación pueden operar desde su mismo nacimiento o de manera diferida.

Inmediatos. Se presentan cuando la prestación debe ejecutarse desde el mismo nacimiento del crédito.

Diferidos. Cuando deben cumplirse al cabo de un cierto tiempo.

Instantáneos. Se consuman desde que comienza hasta que se termina el acto de cumplimiento no opera intervalo de tiempo alguno.

Son efectos de duración los que prolongan sus efectos en el tiempo.

Efectos de las obligaciones entre las partes:

Se debe distinguir entre parte formal y parte material en las obligaciones.

Parte material. Es quien actúa en nombre propio, declara su voluntad y asume las ventajas y desventajas de la calidad que ostenta como acreedor o deudor.

Parte formal. Es el representante legal o convencional del acreedor o del deudor, quien actúa en nombre ajeno formulando una declaración apta para generar, modificar o extinguir una relación obligatoria que tiene como parte material a otro. (El representado).

La obligación solo produce efectos entre las partes y sus sucesores,  Se trata de una norma general aplicable a toda especie obligacional. 

La obligación produce sus efectos jurídicos directos entre las partes sustanciales (acreedor y deudor), o sea, entre los titulares de la relación jurídica, y no perjudica a tercero.

3.3.1.- El pago.  

El pago es el modo natural de extinguir una obligación por el cumplimiento de lo debido, ya sea que consista en dar, prestar o hacer.  El pago extingue totalmente el vínculo obligacional, con accesorios y garantías.  En economía es toda salida material o virtual de fondos de la tesorería de una entidad.

Naturaleza Jurídica.

El cumplimiento o pago tipifica un negocio jurídico de carácter contractual, esto se debe a que el deudor ofrece el cumplimiento y el acreedor lo acepta. (Los 2 convienen en extinguir una obligación).

El sujeto activo es aquel realiza el pago y este puede ser el propio deudor o un tercero quien paga en nombre y representación del deudor).

Principios.

Principio de identidad: Se debe cumplir exacta y fielmente la prestación debida. (No se puede obligar al acreedor a aceptar cosa distinta a la que se le debe, no importa que la cosa que se le ofrezca sea de igual o mayor valor).

Principio de indivisibilidad: Salvo convenio o disposición de la ley, las obligaciones siempre deben cumplirse por entero, de una sola vez.

Principio de integridad: Cuando la deuda será pagada en varias etapas, o cuando son varias las prestaciones contratadas en conjunto, la obligación estará cumplida cuando se haya ejecutado la última de sus etapas o la última de las prestaciones.

Sujetos que intervienen en el pago.

El sujeto activo es quien realiza el pago: puede ser el propio deudor o un tercero (quien paga en nombre y representación del deudor).
El sujeto pasivo, es quien recibe el pago (el acreedor o su representante legal). El pago siempre debe coincidir con el contenido de la obligación.

Efectos del pago.

En el momento en que el deudor paga, entregando exactamente la prestación debida, debe quedar liberado, aun cuando el acreedor no lo consienta. En este caso debe hacerse un pago por consignación, y una vez que judicialmente se aprueba el pago como válido, certificando el Juez que lo pagado coincide en cantidad y calidad con lo convenido, libera al deudor.

Si un tercero paga por el deudor, sin ser su representante, la deuda se extingue entre acreedor y deudor pero surge una nueva, entre el deudor anterior y el tercero que ahora se coloca en la posición del acreedor anterior por subrogación.

El pago tiene el efecto de interrumpir la prescripción pues supone un reconocimiento de la obligación.

3.3.2.- Consignación.  

Una de las formas de extinción de las obligaciones es el pago. Nuestro código civil establece que no se entenderá pagada una deuda sino cuando completamente se hubiese entregado la cosa o hecha la prestación en que la obligación consista. Las consecuencias del impago son variadas, a título de ejemplo pensemos en el devengo de intereses de demora, la posible resolución de la obligación por incumplimiento, el desahucio por falta de pago en los contratos de arrendamientos, etc.

Dadas las consecuencias del impago puede ocurrir que el acreedor se niegue a recibirlo, pensemos en el mencionado contrato de arrendamiento, el arrendador se niega a recoger la renta para así dar pie a un desahucio por falta de pago, o el vendedor se niega a recibir el precio para poder dar por resuelto el contrato de compraventa por ya no interesarle la venta al deudor.

La respuesta que nos ofrece nuestro sistema jurídico es el del pago por consignación judicial, nuestro código civil establece que, si el acreedor a quien se hiciere el ofrecimiento de pago, se negare sin razón a admitirlo, el deudor quedará libre de responsabilidad mediante la consignación de la cosa debida.

Por lo tanto, si el acreedor, por el ejemplo el arrendador, no quiere recibir el pago, la opción de la que disponemos es proceder al pago por consignación en el juzgado, pero antes debemos ofrecer el pago al acreedor anunciándole que si no lo recibe procederemos a su consignación judicial.

Para llevar a cabo la consignación judicial hay que iniciar un procedimiento de jurisdicción voluntaria:

Presentaremos una solicitud ante el juzgado de primera instancia del lugar donde deba cumplirse la obligación y en su defecto en el del domicilio del deudor.

En la solicitud además de identificar a las partes y sus domicilios, habrá de hacerse referencia a las circunstancias de la obligación y a las razones de su consignación.

Deberá acreditarse el ofrecimiento de pago, si procediera, y siempre el anuncio de la consignación al acreedor y todos los interesados, y claro está.

Deberá ponerse a disposición lo debido, por ejemplo, si fuera dinero lo debido, habrá que proceder a su ingreso en la cuenta judicial.

3.3.3.-  Ejecución forzada.

De poco sirve obtener una sentencia favorable a las pretensiones del actor si después no se cumple. Puede decirse que la pretensión del demandante no queda satisfecha por la sentencia que la estima si después el obligado a su cumplimiento no lo hace o si el ordenamiento jurídico no establece las medidas coercitivas o cauces que en cada caso sean precisos para lograr la efectividad de la misma y la consiguiente satisfacción del derecho a la ejecución de las sentencias. La propia Constitución ha consagrado tal derecho estableciendo que «Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto».

3.4. - Acciones protectoras del acreedor quirografario

El acreedor quirografario es aquel que no tiene asegurado su crédito con una garantía real sobre un bien especifico del deudor o de un tercero; es el acreedor común que no posee privilegio para el cobro de la deuda como lo tienen los acreedores hipotecario o prendarios quienes provistos de un derecho real sobre el bien ajeno ejercen preferentemente y de manera directa su derecho sobre este bien y poseen gran seguridad en la cobranza.

El quirografario es un acreedor común, solo asistido de sus derecho personal o de crédito, que cobra de manera proporcional o a prorrata sobre el patrimonio del deudor concurriendo con los demás acreedores de su rango y a menudo enfrenta serias dificultades para hacer valer sus derechos ante un sujeto irresponsable o doloso que se resiste a cumplir con sus obligaciones  y urde maniobras para evitar la ejecución forzada.

3.4.1.-  Acción pauliana.

La doctrina jurídica explica que el deudor que sustraía sus bienes en de la persecución de sus acreedores de manera intencional, incurría en delito reprimido penalmente y sancionado en condena pecuniaria por el valor de los bienes sustraídos, la que era conmutada en el caso de que los restituyera al patrimonio del deudor. Se trata entonces de una acción restitutoria o revocatoria.

Es decir que el deudor que pretende eludir el cumplimiento de sus obligaciones se produce o aparenta un estado de insolvencia, mediante actos reales de enajenación o gravamen de sus bienes  (venta, donaciones, hipotecas, prenda, etc.), de renuncia de derechos (repudiación de herencia, rechazo de una recompensa, etc.) o sustituya  bienes de fácil embargo por otros que sean inmunes a la persecución de los acreedores.

Para neutralizar dichas acciones o hacer inoponibles las maniobras del deudor y para conservar sus garantías de pago, el acreedor dispone de dicha acción.

3.4.2.-  Acción declaratoria de simulación

El fenómeno simulatorio consiste en el acuerdo de dos o más personas para fingir jurídicamente un negocio, o algunos elementos del mismo, con el fin de crear ante terceros la apariencia de cierto acto jurídico elegido por las partes, y sus efectos de ley, contrariando el fin del acto jurídico concreto.

Dado que los contratantes no siempre disimulan del mismo modo, existen dos especies de simulación: la absoluta y la relativa. Se produce la primera cuando las partes buscan el propósito fundamental.

Es decir, aquí la negociación es toda fingida, de manera que una vez corrido el velo que cubre el contrato simulado, no queda absolutamente nada.

“En el segundo, en cambio, de la voluntad que declararon algo es verdad, y de ahí que descubierto el engaño, se halla que si bien las partes no quisieron el convenio aparente en la forma en que aparece, sí son reales algunos de sus efectos” (Corte Suprema de Justicia,
2006); como ocurre, por ejemplo, cuando se simula la persona del contratante, las modalidades ciertas del negocio, su naturaleza o su contenido (esto es, el precio, la fecha, las cláusulas accesorias, el objeto, etc.). 

En esta situación, a diferencia de la anterior, existen dos actos que, según De La Morandiere (1966), deben ser contemporáneos. Uno de ellos es aparente y ostensible, pero carece de fuerza obligatoria y sirve de capa al otro, real y efectivo. 

Este último, denominado acto velado, escondido, disimulado, tendrá plena eficacia cuando no afecte los intereses de terceros y no infrinja la ley, como se acepta uniformemente (Cámara, 1958).

3.4.3. - Acción oblicua.

Otra institución protectora del acreedor quirografario es esta acción, que le permite inmiscuirse en los negocios de un deudor indolente a fina de apremiarlo para que ejerza sus acciones, haga valer sus derechos e impida el deterioro o magua de sus eficacia, proveniente de la inactividad o desatención en que se hallan, todo ello en función de que mejore su fortuna y adquiera nuevos bienes que acrecienten su patrimonio, que es la garantía del acreedor.

Si el deudor asume un actitud pasiva y se abstiene de ejercitar sus derechos, dejándolos caducar o prescribir, sea por tratarse de un sujeto descuidado y abúlico o por haber perdido el interés en preservar su patrimonio ante el acoso de los acreedores, estos pueden sustituirlo y hacer valer por el esas facultades jurídicas.

Se llama acción oblicua, por oposición a la acción directa que el acreedor tiene contra su deudor: en la oblicua alcanza al deudor de su deudor, el acreedor solo llega a alcanzar al tercero por intermedio de su deudor.

3.5. - Efectos generales de las obligaciones

Los actos jurídicos creadores de obligaciones reciprocas tienen algunos efectos característicos que se explican por el enlace y la interdependencia de las obligaciones que asumen ambas partes: cada una da algo por que recibe o espera recibirá de la otra una prestación a cambio de la suya, y ambas obligaciones se generan y subsisten en razón y a causa de la recíproca.

Por ejemplo: si usted compra un reloj, su obligación es pagarme el precio está relacionada con mi obligación de entregarle la cosa, y ambas dependen una d otra.

3.5.1.- Teoría de los riesgos.

Consiste en la imposibilidad por caso fortuito, al estudiar el caso fortuito o la fuerza mayor como excluyente de responsabilidad, concluimos que  la imposibilidad de ejecutar una obligación proveniente de un acontecimiento ajeno al deudor que no pudo resistir ni evitar, lo libera del cumplimiento y lo exonera de toda responsabilidad.

Ejemplo:
Me comprometí a donar a mi madre un ramo de rosas de mi jardín; no obstante, la helada que cayo anoche las destruyo todas, impidiendo que cumpliera mi obligación. Esta quedo extinguida, sin responsabilidad de mi parte.




3.5.2.- Rescisión.

La rescisión es la resolución de un contrato bilateral penamente valido, a causa del incumplimiento culpable de una de las partes. Es una facultad que se concede en todo contrato sinalagmático al acreedor de una obligación incumplida, que al obtener la resolución del contrato se libera de sus propias obligaciones.

La rescisión extingue un contrato bilateral valido que una de las partes no ha cumplido. La nulidad extingue un contrato que nació viciado. La rescisión es provocada por un vicio de origen.

3.5.3. - Excepción de contrato no cumplido

En principio, las obligaciones nacidas de un contrato bilateral deberán ser cumplidas simultáneamente. Si una de las partes, sin haber proporcionado su prestación, demanda el pago de la otra, esta podrá resistirse a darlo mientras el demandado no entregue el suyo o se allane a hacerlo.

Se trata de la excepción dilatoria de contrato no cumplido, inspirada en el mismo principio de justicia que informa al derecho de retención antes estudiado.

 Es evidentemente que no opera en los contratos que no impongan la simultaneidad en el pago. Si las obligaciones de una de las partes están sometidas a plazo y no las del contratante, este deberá cumplir desde luego y no podrá diferir su prestación.

3.6.- Efectos de obligaciones a título oneroso.    

Las obligaciones que tienen por objeto transmitir cosas a título oneroso producen algunos efectos particulares a cargo del deudor.

El que transfiere una cosa no cumple de manera cabal su obligación con el hecho de entregarla, sino que, adicionalmente debe proporcionar al adquirente una posesión pacífica y útil. El fin de tales obligaciones solo se logra si la tenencia que adquiere el acreedor le permite gozar, apacible y tranquilamente, una cosa que además, tiene la utilidad esperada.

Si la cosa que adquirió le es recogida por orden judicial o no sirve para el fin de su normal  destino, tiene derecho a ser indemnizado de los daños emergentes de tales situaciones. El deudor de la cosa debe de reparar los daños causados al adquiriente, porque la transferencia sin derecho de una cosa ajena o inservible, es un hecho ilícito que compromete su responsabilidad civil.

  3.6.1.-  Saneamiento por evicción.

Saneamiento es la necesidad de reparar los daños y perjuicios causados al adquirente, a título oneroso de una cosa, por causa de evicción de vicios ocultos.

El adquirente, quien no obtuvo una posesión pacifica de la cosa y es desapoderado de ella por un tercero, que la persigue apoyando en un derecho anterior, sufre de evicción al ser vencido en juicio.

Si el adquirente sufre evicción, deberá ser saneado o indemnizado por el enajenante, quien deviene obligado a reparar los daños; si no accede a cumplir voluntariamente su obligación, puede ser constreñido a hacerlo mediante el juicio de saneamiento.

3.6.2. - Saneamiento por vicios ocultos.

El que transmite una cosa debe conceder una posesión útil de ella, pues todos los bienes aportan ciertas ventajas o provechos a sus poseedores y el adquirente de una cosa espera que esta sirva para el fin de su destino.

Si el bien transferido tiene defectos o imperfecciones no detectables que disminuyen o suprimen su utilidad, se dice que tiene vicios ocultos.

Adviértase que, como saneamiento es una indemnización, el resultado que persiguen las acciones edilicas redhibitorai y quanti minoris.


Consulta en la web de la tercera unidad del temario descrito para la materia.

https://www.youtube.com/watch?v=u3Q6CE6OxcU&pbjreload=10

Bibliografía básica y complementaria:

· González, M. M. (1998). Derecho romano Cuarta edición. México: Oxford.
· Manuel, B. S. (1984). Obligaciones Civiles. México Distrito Federal: Herla, S.A. DE C.V.
· Mexicanos, C. P. (2014).  Leyes para el Distrito Federal que debe conocer el ciudadano. México D.F.: SISTA.
· México, u. t. (1999). Derecho Civil. México: Instituto de Investigación de Tecnología Educativa.
· Torres, G. C. (1993). Diccionario Jurídico Elemental. En G. C. Torres, Diccionario Jurídico Elemental (Pág. 341). México: Editorial Heliasta S.R.L.
· Villegas, R. R. (1998). Compendio De Derecho Civil III. México: Porrúa, S.A. De C.V.








CUARTA UNIDAD

Objetivo de la unidad: 
El alumno explicará cada uno de los diferentes efectos que producen las obligaciones, como las reformas legales y criterios jurisprudenciales más recientes en la materia, a fin de estar actualizado.

EXTINCIÓN DE LAS OBLIGACIONES, INEXISTENCIA Y NULIDAD Y ACTUALIZACIONES REFORMAS Y JURISPRUDENCIA.

En esta última unidad el estudiante conocerá y aprenderá la forma en la cual se extinguen las obligaciones, y de esta manera se termina la relación jurídica entre el sujeto activo y sujeto pasivo.

4.1.-  Novación.

La novación consiste en la extinción convencional de una obligación preexistente, por la creación de una nueva obligación que la sustituye. Dentro de la legislación aplicable a la materia, está contemplada la novación cuando las partes es decir los sujetos activo y pasivo, alteran sustancialmente sustituyendo una obligación nueva a la antigua.

La novación encuentra su naturaleza jurídica, en que no se limita a ser un contrato, ya que este crea, transfiere y extingue obligaciones.

Requisitos de la novación:

1. Se requiere la preexistencia de una obligación, por lo tanto no habrá novación si no existiera la obligación  o si esa novación que se pretendiera realizar estuviera afectada con una nulidad absoluta.

2. Es necesario la introducción de un elemento nuevo que distinga la segunda obligación de la primera, por ejemplo el cambio de acreedor o deudor.


3. Que la novación se lleve a cabo mediante un contrato y por tanto, que se cumpla con todos los requisitos para que este sea válido. 

4. Que ambas partes tengan la expresa voluntad de realizar un contrato de novación, requisito que impone la certeza jurídica. 


Los efectos de la obligación es que extingue la primera obligación, por vía de consecuencia se extinguen todas las relaciones accesorias, como las garantías reales o personales que hubiera tenido la obligación extinguida.

4.1.1.- Dación en pago

Existe dación en pago cuando el acreedor recibe de su deudor el pago de la obligación mediante un objeto diverso del debido, con el consentimiento del acreedor. 

La definición de esta figura jurídica se encuentra en el artículo 2095 del Código Civil  Federal que a la letra dice:

Artículo 2095: La obligación queda extinguida cuando al acreedor recibe en pago una cosa distinta en lugar de la debida.

Para que la dación en pago exista es necesario que se actualicen los siguientes requisitos:

Que el acreedor consienta en recibir en pago una conducta diversa de la que es debida.

Que el deudor preste inmediatamente, en el mismo acto, esa conducta. 
No existe dación en pago si se pospone el cumplimiento de la conducta aprobada por el acreedor.

Si se difieren sus efectos, se está en presencia de una novación por cambio de objeto y no de una dación en pago. La necesaria entrega de la cosa imposibilita dar en pago cosas futuras, a menos que lo que se transfiera sea el derecho a percibirlas.

Si el objeto de la dación en pago es una cosa, es indispensable que ésta sea propiedad del deudor, pues la dación con un bien ajeno es nula.  

Naturaleza jurídica 

Es una forma especial de la extinción por pago. En el acto del cumplimiento, el acreedor accede a recibir cosa diversa de la debida y extingue el crédito. Es un convenio que extingue un derecho

4.1.2.-  Compensación.

La compensación es una forma de extinguir las obligaciones por la existencia de dos deudas entre las mismas personas y en sentido inverso una de otra. Impone la consunción de ambas hasta el importe de la menor. Lo anterior de conformidad con los artículos 2185 y 2186 del Código Civil Federal.

Esta institución tiene su fundamento en la buena fe, pues nadie debe pretender cobrar su crédito sin pagar al mismo tiempo el monto de su deuda.


Clases de compensación 

Se conocen cuatro tipos de compensación por su origen o causa:
1) La Legal.
2) La Convencional.
3) La Facultativa. 
4) La Judicial.

1) En lo que se refiere a la compensación legal, su efecto se produce por ministerio de ley, sin necesidad de declaración alguna de las partes, cuando se reúnan ciertos requisitos que la doctrina jurídica cita, lo anterior de conformidad en el artículo 2194 del Código Civil Federal Siendo dichos requisitos los siguientes: 

Tener un objeto fungible de la misma especie. El contenido de la conducta debida en ambos créditos es fungible y de idéntica naturaleza.

Deben se créditos exigibles, lo cual significa que deben solventar en el mismo acto porque no puede rehusarse su pago conforme a derecho. Esto es que no será posible la compensación legal en caso de ser un derecho exigible a plazos o condición suspensivos, tampoco lo será si se trata de una obligación natural o sea aquella que no puede exigirse coactivamente, artículo 2199 del Código Civil Federal.

Ambos créditos deben ser líquidos, término que se aplica al crédito cuya cuantía está determinada (artículo 2189 CCF).

Ambos créditos deben ser expeditos, es decir, debe ser un crédito del cual pueda disponer su titular sin afectar derechos de terceros, en virtud de que la compensación no puede darse en perjuicio de los derechos de terceros legítimamente adquiridos.

Los créditos deben ser embargables, deben tratarse de créditos, es decir debe tratarse de créditos afectables que puedan ser grabados por los acreedores para garantizar el pago.

2) En cuanto a la Compensación Voluntaria, ésta puede darse en caso de que por no cubrir con los requisitos de ley no opere la compensación legal, por lo que las partes están en libertad de acordar su mutua neutralización, la cual tiene su origen en la voluntad de los dos sujetos.

3) La compensación facultativa opera en el caso de que sea la voluntad de una de las partes, de la que es pasible de una deuda inexigible o titular de un crédito inembargable, quien prescindiendo de su ventaja, impone una compensación que legalmente no se efectuaba en su protección.

4) La última de las compensaciones es la compensación judicial, la cual es impuesta por una sentencia de un Juez Competente o un Laudo Arbitral, ésta se produce cuando se han invocado derechos mutuos en el proceso y el Juez reconoce la procedencia de las acciones de los dos y en lugar de condenar a un pago reciproco, efectúa una sustracción de la deuda menor  respecto de la mayor y únicamente condena al deudor a pagar la diferencia.

Esta compensación se da cuando se ha ejercido una contrademanda o reconvención u opuesto excepciones que fueran comprobadas.

La utilidad de la compensación es que produce el efecto de simplificar las operaciones económicas y evita desplazamientos inútiles de dinero en operaciones reciprocas.

4.1.3.-  Confusión.

En términos del artículo 2206 del Código Civil Federal, la Confusión se efectúa cuando la obligación se extingue ya que las cualidades de  acreedor y deudor se reúnen en una misma persona, la obligación renace si la confusión cesa.  

Debe afirmarse que la confusión sobreviene cuando el crédito y la deuda llegar a formar parte del mismo patrimonio y en tal sentido deberá entenderse.

En cuanto a su naturaleza jurídica, la Confusión exime a la persona de la obligación más que extinguir la obligación. 

En lo que se refiere a la Confusión en las Obligaciones Solidarias, éstas se configuran cuando uno de los codeudores solidarios adquiere el crédito, está obligado a pagar el todo y tiene derecho a cobrar todo, por lo que cada codeudor deberá pagar  su cuota correspondiente del adeudo al codeudor.

La confusión también se puede dar cuando se reúnen derechos en una misma persona con la calidad de deudor y acreedor, la obligación se extingue ipso jure, es decir por la ley misma, porque resulta jurídicamente imposible que una persona sea acreedora y deudora de sí misma; sin embargo, la confusión tiene como causa que el deudor herede al acreedor, o este aquel en protección a los derechos del acreedores de uno u otro, opera la separación de patrimonios bonurum separatio, entre tanto se liquidan las obligaciones a cargo del difunto y se hace la partición de la herencia.

Por lo que se entiende que las deudas que tenía el difunto que no se hubieran extinguido por la muerte, están respaldadas con todos los bienes de la herencia, entre los cuales pueden existir créditos a cargo de los herederos. Por lo tanto los acreedores del difunto tendrán derecho a que se les pague con todos los bienes que tenía este, incluyendo los créditos a cargo de los herederos.

Cuando se da este supuesto de una deuda que pasa a los herederos la confusión solo produce efectos por la parte proporcional a la deuda.  

4.1.4. - Remisión de deuda.

La obligación se extingue por el perdón que el acreedor concede a su deudor, liberándolo de la deuda, pudiendo liberar del total o solo de parte de la deuda a menos que la ley lo prohíba expresamente.  

La remisión es la dimisión de un derecho personal o de crédito, cuya conclusión es la renuncia de un derecho a favor del deudor con la conformidad de éste.

En este orden de ideas, resulta necesario hacer la distinción entre la remisión y la renuncia: la renuncia es la dimisión voluntaria de cualquier derecho de manera unilateral y, en cambio, la remisión es renunciar específicamente al derecho de cobrar una obligación con la conformidad del obligado por lo que es un acto bilateral.

Dentro de la remisión existe una figura llamada quita, que consiste en que el perdón de la deuda puede ser total o parcial. Asimismo, el efecto de la remisión total del crédito extingue el derecho personal y acarrea necesariamente la extinción de los derechos accesorios o de garantía que aseguraban la deuda principal.  

4.1.5.-  Prescripción.

La prescripción es una figura jurídica mediante la cual el simple transcurso del tiempo produce la consolidación de las situaciones de hecho, permitiendo la extinción o adquisición de derechos.

La prescripción extintiva o liberatoria es aquella mediante la cual se pierde el derecho de ejercer una acción por el transcurso del tiempo.

La prescripción también es un medio de adquirir bienes o liberarse de obligaciones al cumplir cierto tiempo fijado por la ley. La adquisición de bienes en virtud de la posesión, se denomina prescripción positiva; la liberación de obligaciones por no exigirse su cumplimiento, se llama prescripción negativa.

En materia tributaria existe la institución denominada prescripción, sólo que únicamente en su modalidad negativa o liberatoria, es decir, sólo existe como un medio para que el deudor se libere de obligaciones.

Prescripción positiva

Resulta que la posesión es un hecho que debe demostrarse para acreditar esta figura, es decir, que el título de dueño no se presume se debe demostrar. En específico para los juicios de usucapión (adquisición de un derecho mediante su ejercicio en las condiciones y durante el tiempo previstos en la ley) es obligatorio probar que se empezó a poseer como dueño y cumplir con los siguientes supuestos (art. 1151 CCDF) en concepto de propietario, de forma pacífica, continua, y pública.

En este sentido los bienes prescriben (art. 1152 CCDF) en:

Inmuebles:
· en cinco años cuando se poseen en concepto de propietario
· cinco años cuando un inmueble ha sido objeto de inscripción de posesión, y
· 10 años por mala fe, en concepto de propietario, en forma pacífica, continua y pública
· Se aumenta el tiempo, a quien tenga interés jurídico.

Muebles:
· tres años para bienes muebles si son de buena fe
· cinco años para bienes muebles si son de mala fe
· Adicional serán 10 años por medio de violencia, el plazo cuenta a partir de que ésta cese y la posesión continúe pacíficamente.
· Se debe precisar cuánto tiempo la persona ha estado en posesión de la cosa, para poder determinar si ya completó el tiempo que marca la ley.

Prescripción negativa

Como ya se sostuvo, este tipo solo se da por el transcurso del tiempo fijado por la ley. Es necesario que pasen 10 años contando desde el día en que una obligación se hizo exigible para extinguir el derecho de pedir su cumplimiento. Cabe destacar que la obligación de dar alimentos es imprescriptible.


El CCDF (art. 1161) indica que en dos años prescriben:

1) Honorarios, sueldos, salarios, jornales u otras retribuciones derivadas de la prestación de servicios
2) acciones de cualquier comerciante para cobrar el precio de objetos vendidos a personas que no sean revendedoras
3) acción del dueño de un hotel y casa de huéspedes para cobrar el importe del hospedaje
4) responsabilidad civil por injurias ya sean de palabra o por escrito y la que nace del daño causado por personas o animales
5) responsabilidad civil proveniente de actos ilícitos que no constituyan un delito

En conclusión, podemos decir que la principal diferencia entre ambas prescripciones es que una se enfoca a la propiedad (positiva) y la otra a la extinción de obligaciones o acciones (negativa).

4.1.6.- Caducidad.

La palabra caducidad, proviene del verbo latino cederé, que significa caer y la institución consiste, hasta la fecha, en la decadencia o pérdida de un derecho, porque el titular del mismo ha dejado de observar, dentro determinado plazo, la conducta que la norma  jurídica imponía como necesaria para preservarlo.

La caducidad por regla general, no debe ser alegada por la contraparte para que se extinga, cuando acaba el plazo se extingue, no la tiene que oponer nadie.

La caducidad puede ser alegada de oficio por el juez. Los plazos de caducidad son inalterables, inamovibles, y serán de acuerdo con las leyes de cada materia.

La caducidad se suspende por las mismas causas que la prescripción, o bien por acuerdo entre las partes, por escrito. El cómputo del plazo de caducidad se inicia de la misma forma que en la prescripción. ¿Cómo se computa el plazo? Días enteros, se incluyen los días inhábiles y los festivos.

El día inicial se excluye y el día final debe cumplirse totalmente, 24 horas. Los plazos de caducidad vienen detallados en cada ley.

Por ejemplo en materia mercantil, la caducidad de la instancia se dará en un término de 120 días hábiles, es decir, por falta de impulso procesal de las partes. 

En tanto que en materia agraria, son 90 días hábiles en los cuales, la falta de impulso procesal llevará el expediente a la caducidad.

4.1.7.- Obligaciones naturales.  

La doctrina considera a este tipo de obligaciones como obligaciones civiles imperfectas equiparándolas a veces a los deberes morales, toda vez que carecen de acción procesal que permita lograr su cumplimiento forzoso.

Un elemento principal de este tipo de obligaciones naturales es que estas a diferencia de las obligaciones civiles, carecen de coerción para ser exigido su cumplimiento, por lo que en esencia las obligaciones naturales son tomadas como deberes morales.
Características principales de las obligaciones naturales:

Es una obligación de tipo jurídica, porque existe la voluntad de las dos partes para llevarla a cabo.  

La ley no concede una acción al acreedor para exigir el pago. 

Sin embargo, el cumplimiento de la obligación depende de la conciencia y voluntad del deudor. El deudor que cumplió con la obligación natural no puede repetir en contra del acreedor, ya que la ley protege al acreedor según el artículo 1894 que al pie dice: “El que ha pagado para cumplir la deuda prescrita o para cumplir un deber moral no tiene derecho de repetir.” 

Un ejemplo de una obligación natural: “Blanca Sánchez vende productos de cosméticos, y los da en pagos, ella tiene muchas clientas; y le da los productos sin que le firmen un pagaré, por lo que el pago quedará a conciencia de las clientas, si pagan o no”.

Por último las obligaciones naturales no se encuentran reglamentadas dentro del Código Civil Federal, es decir, no cuentan con un capítulo especial donde nos explique qué tipo de sanciones se podrían aplicarse, por lo que a pesar de una obligación de tipo jurídica, no existe una reglamentación especial para seguir un proceso de ese tipo.

4.2. - Inexistencia.         

Fue un concepto difundido por Demolombe, Laurent y Aubry y Rau, de una concepción tomada de Zachariae, adquiriendo gran impulso en el siglo XIX. En el antiguo Derecho Romano no se concibió la idea de un acto jurídico inexistente, pues es de difícil sistematización y aceptación, aún en el presente, que sanciona al acto mucho más cruentamente que la nulidad absoluta, pues directamente lo borra desde su creación, ya que en realidad se considera que nunca nació.   
            
Bonnecase sostuvo que un acto inexistente es el que carece de alguno de sus elementos orgánicos, ya sea manifestación de voluntad, objeto, o forma, en los casos en que ésta última resulta legalmente exigible.

Según Llambías, los actos inexistentes no son una especie de actos nulos, sino una categoría distinta, reconocida por el entendimiento, a pesar de no ser incluida esta categoría por las normas legales de muchos países. En Argentina se manifiestan contra la admisión de los actos inexistentes, entre otros, Salvat, Segovia y Boneo, mientras la admiten Borda, Llerena y Machado. 

El acto inexistente es, para los autores que la ratifican, una “nada jurídica”, y por lo tanto, según Llambías, puede ser declarada de oficio por el Juez aunque no hubiera sido pedido por las partes, ni en la demanda ni en la contestación, pero surgiera de la prueba. En los casos de nulidad, ésta solo puede ser declarada de oficio cuando el acto fuera de nulidad absoluta. Aun cuando el interesado supiera la inexistencia del acto al ejecutarlo, puede alegarla a posteriori. La acción no prescribe, no pueden convalidarse.

Serían casos de actos jurídicos inexistentes, por ejemplo, el matrimonio simulado (falta el real consentimiento) o el acto obtenido merced a haber ejercido violencia física sobre el agente (carece de voluntad).    
     
4.3- Nulidad absoluta.     

Se denominan nulos o afectados de nulidad absoluta aquellos actos jurídicos que contraríen las buenas costumbres y el orden público. Esta nulidad se origina con el nacimiento del propio acto al cual corresponde.

Opera respecto a aquellos actos afectados de algún vicio patente y manifiesto en su celebración. Es decir, generados con omisión de un requisito expresamente exigido por la ley como condicionante de su validez.

Este tipo de nulidad también es denominada nulidad de pleno derecho, y afecta el orden social dado que no requiere confirmación.

Puede ser solicitada por cualquier persona que tenga interés: el Ministerio Público, las partes, sus acreedores y herederos.

La acción es imprescriptible e irrenunciable y surte efectos de manera retroactiva; es decir, una vez que se produzca la sentencia judicial que la declara.

Son nulos los actos:
a. Celebrados por personas absoluta o relativamente incapaces que actúen sin representación legal acreditada.
b. Otorgados sin la autorización de una de las partes llamadas a hacerlo por ley.
c. Otorgados mediante simulación o fraude.
d. Cuyo objeto y causa sean ilegales o inmorales y se encuentren expresamente prohibidos por la ley.
e. Carentes de las formalidades respectivas.
f. Cuando se hubieren celebrado con vicios simulación o fraude.

La doctrina jurídica sostiene que los actos nulos se equiparan a los inexistentes. Esto en razón de que su declaratoria extingue los efectos pasados y presentes, reponiendo las condiciones imperantes antes de su celebración.
         
4.4.- Nulidad relativa

Los actos jurídicos afectados de nulidad relativa se denominan anulables. La anulabilidad opera respecto a los actos jurídicos viciados desde su nacimiento, pero cuyo vicio agravia solo a las partes intervinientes.
Por esto, surte sus efectos solo con posterioridad a su declaratoria. Este tipo de nulidad afecta a los actos celebrados con la ausencia de algún requisito exigido y relacionado con el carácter según el cual actúan las partes.

Por tal razón se consideran válidos entre tanto no sean anulados, y su declaratoria siempre ocurre a solicitud de la parte interesada, nunca de oficio.

Son anulables los actos:
· Cuando se comprueba que alguna de las partes ha obrado con alguna incapacidad accidental.
· Cuando se demuestra que al momento de la celebración se desconocía la incapacidad de alguna de las partes.
· Cuando se demuestra que al momento de la celebración se desconocía la prohibición recaída sobre el objeto del acto.
· Cuando se hubieren celebrado con vicios de error, dolo o violencia.

4.5. - Reformas.      

Una reforma es aquello que se propone, proyecta o ejecuta con el objetivo de mejorar, enmendar, actualizar o innovar algo.

La reforma no se presenta como un cambio radical y acelerado (como es el caso de la revolución), sino como una transformación gradual de un sistema, estructura, institución, etc.

Las reformas se plantean como solución para modificar algo que se considera que debe ser corregido, bien porque no funciona o está errado, bien porque resulta insatisfactorio o no se adapta a las nuevas realidades.
Las reformas pueden ser de distintos tipos: políticas, económicas, sociales, constitucionales, educativas, agrarias, fiscales, electorales, laborales, religiosas, entre muchas otras.

4.5.1.- Jurisprudencia.

La jurisprudencia, en el lenguaje jurídico, refiere al conjunto de pronunciamientos que dictan las personas que tienen capacidad y facultad de interpretar las normas jurídicas, adaptándolas a cada caso concreto.

El paso de la legislación y el establecimiento de las leyes a su real cumplimiento requieren de decisiones, que a veces no están explícitas en las normas. Justamente por estas cuestiones de jurisprudencia es que los jueces no son ni podrán ser jamás personas mecánicas que actúen al pie de la letra, sino que deben formar y poseer criterios particulares.

La jurisprudencia se forma a partir de todos los fallos de tribunales judiciales, ya que todo constituirá un precedente de acción. Es por esto que una decisión de un juez no tiene solamente el efecto actual, sino que servirá de precedente para futuras ocasiones, tanto de ellos como de otros magistrados. La frase ‘sentar jurisprudencia’ se usa justamente para aquellas situaciones en las que un juez establece los parámetros con los que la justicia comenzará a expedirse en algún caso.

La jurisprudencia es entonces una fuente del derecho, cuyo valor varía según la organización de cada país. 

Su origen se remonta a la época en la que Guillermo el Conquistador estaba en el trono: el derecho era algo relativamente nuevo y se consideraba que la autoridad legal estaba emanada de Dios. Este mecanismo jurisdiccional se fue desarrollando por la centralización de la administración de la justicia en manos del monarca, que distribuyó jueces a lo largo del país que pudieron establecer una política jurisdiccional propia.

Tipos de jurisprudencia

Se puede establecer una clasificación dentro del concepto y definición de jurisprudencia, de acuerdo a su condición respecto de la ley misma:

Jurisprudencia contra legem. Es aquella que determina resultados contrarios a las leyes. Solo podría ser válida en el caso de un país en el que la jurisprudencia esté por encima de la ley en la escala de fuentes, cosa que no podría suceder en los países de derecho continental (como el nuestro).

Jurisprudencia deformante. Es la que se expide alterando el sentido de una ley, aplicándola pero en un caso distinto de aquel para el cual está prevista.

Jurisprudencia derogatoria. Es la que interpreta una legislación como inconstitucional. No se trata de una anulación de la ley escrita, pero sí de una inaplicabilidad en los hechos.

Jurisprudencia plenaria. Es la que se aplica a través de una reunión de todos los jueces de una cámara o de una corte. A esos fallos se los conoce como fallos plenarios.

Jurisprudencia restrictiva. Es la que interpreta una ley limitando su aplicación. Se destacan en este caso las normas que establecen privilegios.


Consulta en la web de la cuarta unidad del temario descrito para la materia.
https://www.youtube.com/watch?v=UoPXA83CvrY
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